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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCION TERCERA – SUBSECCION A

CONSEJERO PONENTE: Mauricio Fajardo Gómez

Bogotá, D.C., dos (2) de mayo de 2013.
Radicación:    410012331000199307199 – 01 (25.421)

Demandante: Marco Antonio Vela y otros. 

Demandado:  Municipio de Palermo.

Asunto:          Apelación sentencia de reparación directa

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia que dictó el Tribunal Contencioso Administrativo del Huila, el día 4 de abril de 2003 (en los procesos acumulados número 7199, 7215, 7197, 7306, 7618, 7304, 7330, 7334, 7278, 7181, 7621, 7622, 7208 y 7288), mediante la cual se declaró la caducidad de la acción incoada.
I. A N T E C E D E N T E S 

1.- Las demandas.

1.1.- De Marco Antonio Vela (Proceso No. 7199).

En escrito presentado el día 14 de abril de 1993 (fl. 22 a 28 c 1), el señor Marco Antonio Vela, mediante apoderado judicial, formuló demanda de reparación directa contra el Municipio de Palermo (Huila), con el fin de que se le condene “a pagar al demandante Marco Antonio Vela, de condiciones civiles conocidas, la suma de siete millones de pesos ($7.000.000) moneda corriente o la que el H. Tribunal estime actualizar en el momento del fallo, valor de los perjuicios materiales por daño emergente y lucro cesante, causados con la omisión en la acometida de los servicios públicos en el lote de su propiedad No. 10, manzana I, hoy calle 17 No. 6B-42 de la nomenclatura actual, Urbanización El Porvenir, Sector II, ubicado en la zona urbana de la Inspección de Amborco, municipio de Palermo, comprendido dentro de los siguientes linderos: ‘Por el sur, con la calle 10, hoy calle 17, en longitud de 7.oo metros; por el oriente, en longitud de 15.oo metros con el lote No. 9; por el norte en longitud de 7.oo metros con el lote No. 2 de la misma manzana; por el occidente, en longitud de 15.oo metros, con el lote No. 11” (fl. 22 c 1).

En este sentido, la parte actora solicitó que, como consecuencia de la declaración de responsabilidad, se condene a la entidad demandada al pago de las siguientes sumas por concepto de perjuicios materiales y morales:

“Segundo.- Condenar al Municipio de Palermo, Hla., a pagar la suma de diez mil pesos ($10.000.oo), o la suma que el Tribunal señale, por cada día de retardo en el suministro de los servicios públicos indispensables para la vida humana, a partir del día siguiente a la fecha de ejecutoria de la sentencia definitiva y hasta cuando se ejecuten las obras respectivas.- 

“Tercero.- Condenar al mismo Municipio al pago de los perjuicios morales que mi mandante ha sufrido ante la carencia de servicios públicos en el lote y casa de su propiedad, destinado a solucionar su falta de vivienda propia, por el equivalente a cien gramos oro (100), conforme al precio que tenga dicho metal al momento de la ejecutoria de la sentencia, según certificado del Banco de la República.-” (Se destaca, fl. 22 c 1).

1.2.- De la señora Belén Valenzuela (Proceso No. 7334).

En escrito presentado el día 16 de junio de 1993 (fl. 20 a 26 c 2), la señora Belén Valenzuela, mediante apoderado judicial, formuló demanda de reparación directa contra el Municipio de Palermo (Huila), con el fin de que se le condene “a pagar a la demandante Belén Valenzuela, de condiciones civiles conocidas, la suma de siete millones de pesos ($7.000.000) moneda corriente o la que el H. Tribunal estime actualizar en el momento del fallo, valor de los perjuicios materiales por daño emergente y lucro cesante, causados con la omisión en la acometida de los servicios públicos en el lote de su propiedad No. 5, manzana E, hoy calle 17A No. 6-35 de la nomenclatura actual, Urbanización El Porvenir, Sector II, ubicado en la zona urbana de la Inspección de Amborco, municipio de Palermo, comprendido dentro de los siguientes linderos: ‘Por el norte, con la calle 17A en longitud de 7.oo metros; por el oriente, en longitud de 15.oo metros con el lote No. 6, hoy propiedad de Armando de Jesús Herrera; por el sur, en longitud de 7.oo metros con el lote No. 16; por el occidente, en longitud de 15.oo metros, con el lote No. 4 de propiedad de Tulia Correa” (fl. 20 c 2).

En este sentido, la parte actora solicitó que, como consecuencia de la declaración de responsabilidad, se condene a la entidad demandada al pago de las siguientes sumas por concepto de perjuicios materiales y morales:

“Segundo.- Condenar al Municipio de Palermo, Hla., a pagar la suma de diez mil pesos ($10.000.oo), o la suma que el Tribunal señale, por cada día de retardo en el suministro de los servicios públicos indispensables para la vida humana, a partir del día siguiente a la fecha de ejecutoria de la sentencia definitiva y hasta cuando se ejecuten las obras respectivas.- 

“Tercero.- Condenar al mismo Municipio al pago de los perjuicios morales que mi mandante ha sufrido ante la carencia de servicios públicos en el lote y casa de su propiedad, destinado a solucionar su falta de vivienda propia, por el equivalente a cien gramos oro (100), conforme al precio que tenga dicho metal al momento de la ejecutoria de la sentencia, según certificado del Banco de la República.-” (Se destaca, fl. 20 c 2).
1.3.- De la señora Olga Ruíz (Proceso No. 7215).

En escrito presentado el día 16 de junio de 1993 (fl. 21 a 27 c 3), la señora Olga Ruíz, mediante apoderado judicial, formuló demanda de reparación directa contra el Municipio de Palermo (Huila), con el fin de que se le condene “a pagar a la demandante Olga Ruíz, de condiciones civiles conocidas, la suma de siete millones de pesos ($7.000.000) moneda corriente o la que el H. Tribunal estime actualizar en el momento del fallo, valor de los perjuicios materiales por daño emergente y lucro cesante, causados con la omisión en la acometida de los servicios públicos en el lote de su propiedad No. 12, manzana C, hoy calle 18 No. 6-09 de la nomenclatura actual, Urbanización El Porvenir, Sector I, ubicado en la zona urbana de la Inspección de Amborco, municipio de Palermo, comprendido dentro de los siguientes linderos: ‘Por el norte, con la calle 11 (hoy calle 18) en longitud de 7.oo metros; por el oriente, en longitud de 15.oo metros con el lote No. 4; por el sur, en longitud de 7.oo metros con el lote No. 6; por el occidente, en longitud de 15.oo metros, con el lote No. 2” (fl. 21 c 3).

En este sentido, la parte actora solicitó que, como consecuencia de la declaración de responsabilidad, se condene a la entidad demandada al pago de las siguientes sumas por concepto de perjuicios materiales y morales:

“Segundo.- Condenar al Municipio de Palermo, Hla., a pagar la suma de diez mil pesos ($10.000.oo), o la suma que el H. Tribunal señale, por cada día de retardo en el suministro de los servicios públicos indispensables para la vida humana, a partir del día siguiente a la fecha de ejecutoria de la sentencia definitiva y hasta cuando se ejecuten las obras respectivas.- 

“Tercero.- Condenar al mismo Municipio al pago de los perjuicios morales que mi mandante ha sufrido ante la carencia de servicios públicos en el lote y casa de su propiedad, destinado a solucionar su falta de vivienda propia, por el equivalente a cien gramos oro (100), conforme al precio que tenga dicho metal al momento de la ejecutoria de la sentencia, según certificado del Banco de la República.-” (Se destaca, fl. 21 c 3).
1.4.- Del señor Tiberio Montero Cedeño (Proceso No. 7197).

En escrito presentado el día 13 de abril de 1993 (fl. 20 a 26 c 4), el señor Tiberio Montero Cedeño, mediante apoderado judicial, formuló demanda de reparación directa contra el Municipio de Palermo (Huila), con el fin de que se le condene “a pagar al demandante Tiberio Montero Cedeño, de condiciones civiles conocidas, la suma de siete millones de pesos ($7.000.000) moneda corriente o la que el H. Tribunal estime actualizar en el momento del fallo, valor de los perjuicios materiales por daño emergente y lucro cesante, causados con la omisión en la acometida de los servicios públicos en el lote de su propiedad No. 3, manzana C, hoy carrera 6a No. 16A-19 de la nomenclatura actual, Urbanización El Porvenir, Sector II, ubicado en la zona urbana de la Inspección de Amborco, municipio de Palermo, comprendido dentro de los siguientes linderos: ‘Por el norte, con el lote #2 del plano de la urbanización; por el oriente, con la carrera 6ª. A (sic); por el sur, con el lote No. 4 de la misma manzana; y por el occidente con el lote No. 8 de la misma manzana” (fl. 20 c 4).

En este sentido, la parte actora solicitó que, como consecuencia de la declaración de responsabilidad, se condene a la entidad demandada al pago de las siguientes sumas por concepto de perjuicios materiales y morales:

“Segundo.- Condenar al Municipio de Palermo, Hla., a pagar la suma de diez mil pesos ($10.000.oo), o la suma que el Tribunal señale, por cada día de retardo en el suministro de los servicios públicos indispensables para la vida humana, a partir del día siguiente a la fecha de ejecutoria de la sentencia definitiva y hasta cuando se ejecuten las obras respectivas.- 

“Tercero.- Condenar al mismo Municipio al pago de los perjuicios morales que mi mandante ha sufrido ante la carencia de servicios públicos en el lote y casa de su propiedad, destinado a solucionar su falta de vivienda propia, por el equivalente a cien gramos oro (100), conforme al precio que tenga dicho metal al momento de la ejecutoria de la sentencia, según certificado del Banco de la República.-” (Se destaca, fl. 22 c 1).
1.5.- Del señor Hernando Duque Ramos (Proceso No. 7306).

En escrito presentado el día 27 de mayo de 1993 (fl. 19 a 25 c 5), el señor Hernando Duque Ramos, mediante apoderado judicial, formuló demanda de reparación directa contra el Municipio de Palermo (Huila), con el fin de que se le condene “a pagar al demandante Hernando Duque Ramos, de condiciones civiles conocidas, la suma de siete millones de pesos ($7.000.000) moneda corriente o la que el H. Tribunal estime actualizar en el momento del fallo, valor de los perjuicios materiales por daño emergente y lucro cesante, causados con la omisión en la acometida de los servicios públicos en el lote de su propiedad No. 7, manzana E, Urbanización El Porvenir, sector II, ubicado en la zona urbana de la Inspección de Amborco, municipio de Palermo, comprendido dentro de los siguientes linderos: ‘Por el occidente, en longitud de 15.00 metros, con el lote #6; por el oriente, en longitud de 15.00 metros, con el lote #8; por el norte, en longitud de 7.00 metros, con la calle 11; y por el sur, en longitud de 7.00 metros con el lote # 14” (fl. 19 c 5).

La parte actora solicitó también:

“Segundo.- Condenar al Municipio de Palermo, Hla., a pagar la suma de diez mil pesos ($10.000.oo), o la suma que el Tribunal señale, por cada día de retardo en el suministro de los servicios públicos indispensables para la vida humana, a partir del día siguiente a la fecha de ejecutoria de la sentencia definitiva y hasta cuando se ejecuten las obras respectivas.- 

“Tercero.- Condenar al mismo Municipio al pago de los perjuicios morales que mi mandante ha sufrido ante la carencia de servicios públicos en el lote y casa de su propiedad, destinado a solucionar su falta de vivienda propia, por el equivalente a cien gramos oro (100), conforme al precio que tenga dicho metal al momento de la ejecutoria de la sentencia, según certificado del Banco de la República.-” (fl. 19 a 20 c 5).
1.6.- De Nancy Murcia (Proceso No. 7278).

En escrito presentado el día 14 de mayo de 1993 (fl. 21 a 26 c 6), la señora Nancy Murcia, mediante apoderado judicial, formuló demanda de reparación directa contra el Municipio de Palermo (Huila), con el fin de que se le condene “a pagar a la demandante Nancy Murcia, de condiciones civiles conocidas, la suma de siete millones de pesos ($7.000.000) moneda corriente o la que el H. Tribunal estime actualizar en el momento del fallo, valor de los perjuicios materiales por daño emergente y lucro cesante, causados con la omisión en la acometida de los servicios públicos en el lote de su propiedad No. 8, manzana G, hoy calle 18 No. 6-17 de la nomenclatura actual, Urbanización El Porvenir, sector II, ubicado en la zona urbana de la Inspección de Amborco, municipio de Palermo, comprendido dentro de los siguientes linderos: ‘Por el norte, con la calle 18 en longitud de 7.00 metros; por el oriente, en longitud de 15.00 metros, con el lote #9; por el sur, en longitud de 7.00 metros, con el lote #13; y por el occidente, en longitud de 15.00 metros con el lote #7 de la misma manzana” (fl. 21 c 6).

Adicionalmente solicitó:

“Segundo.- Condenar al Municipio de Palermo, Hla., a pagar la suma de diez mil pesos ($10.000.oo), o la suma que el Tribunal señale, por cada día de retardo en el suministro de los servicios públicos indispensables para la vida humana, a partir del día siguiente a la fecha de ejecutoria de la sentencia definitiva y hasta cuando se ejecuten las obras respectivas.- 

“Tercero.- Condenar al mismo Municipio al pago de los perjuicios morales que mi mandante ha sufrido ante la carencia de servicios públicos en el lote y casa de su propiedad, destinado a solucionar su falta de vivienda propia, por el equivalente a cien gramos oro (100), conforme al precio que tenga dicho metal al momento de la ejecutoria de la sentencia, según certificado del Banco de la República.-” (Se destaca, fl. 21 c 6).
1.7.- De María Digna Castro Aroca (Proceso No. 7181).

En escrito presentado el día 24 de marzo de 1993 (fl. 20 a 27 c 7), la señora María Digna Castro Aroca, mediante apoderado judicial, formuló demanda de reparación directa contra el Municipio de Palermo (Huila), con el fin de que se le condene “a pagar a la demandante María Digna Castro Aroca, de condiciones civiles conocidas, la suma de siete millones de pesos ($7.000.000) moneda corriente o la que el H. Tribunal estime actualizar en el momento del fallo, valor de los perjuicios materiales por daño emergente y lucro cesante, causados con la omisión en la acometida de los servicios públicos en el lote de su propiedad No. 3, manzana J, hoy calle 18 No. 6-09 de la nomenclatura actual, Urbanización El Porvenir, sector II, ubicado en la zona urbana de la Inspección de Amborco, municipio de Palermo, comprendido dentro de los siguientes linderos: ‘Por el norte, con la calle 11 (hoy calle 18) en longitud de 7.00 metros; por el oriente, en longitud de 15.00 metros, con el lote #4; por el sur, en longitud de 7.00 metros con el lote #6; y por el occidente, en longitud de 15.00 metros con el lote #2” (fl. 20 c 7).

Adicionalmente solicitó:

“Segundo.- Condenar al Municipio de Palermo, Hla., a pagar la suma de diez mil pesos ($10.000.oo), o la suma que el Tribunal señale, por cada día de retardo en el suministro de los servicios públicos indispensables para la vida humana, a partir del día siguiente a la fecha de ejecutoria de la sentencia definitiva y hasta cuando se ejecuten las obras respectivas.- 

“Tercero.- Condenar al mismo Municipio al pago de los perjuicios morales que mi mandante ha sufrido ante la carencia de servicios públicos en el lote y casa de su propiedad, destinado a solucionar su falta de vivienda propia, por el equivalente a cien gramos oro (100), conforme al precio que tenga dicho metal al momento de la ejecutoria de la sentencia, según certificado del Banco de la República.-” (Se destaca, fl. 20 c 7).
1.8.- De Rubiela Zambrano de Herrera (Proceso No. 7618).

En escrito presentado el día 16 de diciembre de 1993 (fl. 22 a 32 c 8), la señora Rubiela Zambrano de Herrera, mediante apoderado judicial, formuló demanda de reparación directa contra el Municipio de Palermo (Huila), con el fin de que se le condene a pagar “a la demandante Rubiela Zambrano de Herrera, de condiciones civiles conocidas, la suma de seis millones de pesos ($6.000.000) MCTE, como daño emergente, actualizados al momento del fallo que mi mandante ha pagado por arrendamientos en predio ajeno ante la imposibilidad de construir su casa en su propio lote; no haber podido acceder al subsidio de vivienda de interés social ni a préstamo para construcción de los otorgados por entidades crediticias para el levantamiento de vivienda; el valor comercial de su predio, lejos de adquirir la plusvalía ha perdido, es decir, se ha devaluado con relación a la adquisición (sic) de la moneda al momento que hizo la compra del lote porque el valor comercial con los servicios ya instalados en el lote sería mucho mayor para la presente época que vivimos, todo ocasionado por la inactividad del municipio de Palermo para colocar el servicio público solicitado. Teniendo en cuenta que si el dinero invertido en actividades comerciales le hubieran representado a mi mandante un buen rendimiento económico Daño a que hago referencia por la omisión del municipio demandado, en la acometida de los servicios públicos en el lote de propiedad de Rubiela Zambrano de Herrera; distinguido con el lote No. 4 de la manzana B, de la Urbanización El Porvenir, sector II, ubicado en la vereda oriente del municipio de Palermo, Huila, de una extensión aproximada de ciento cinco metros cuadrados (105M2), alinderado así: por el oriente, en longitud de siete metros (7 mts) con la carrera 5; por el occidente, en longitud de siete metros (7 mts) con el lote #7; por el norte, en longitud de quince metros (15 mts) con el lote #3 y por el sur, en longitud de quince metros (15 mts) con el lote #5” (fl. 23 c 8).

Adicionalmente solicitó:

“Segundo.- Condenar al Municipio de Palermo por el lucro cesante, representado por el valor de los tributos municipales pagados, el valor del lote incluída su financiación y el no haber accedido al subsidio de vivienda de interés social constituye lucro cesante, pues que al haber invertido estos dineros en la construcción de su casa, el mismo le hubiere representado una utilidad no inferior a la suma de tres millones de pesos ($3.000.000) MCTE, los cuales serán actualizados por esa Honorable Corporación al momento de proferir el fallo. 

“Tercero.- Como perjuicios morales mi poderdante debido a la angustia ocasionada por la situación que afronta al no poder construir su casa en el lote que compró y al convertirse en una simple ilusión su proyecto de construir su vivienda y no siendo posible construirla a pesar del permiso otorgado por el municipio de Palermo para construir la urbanización ‘El Porvenir’. Es que no hay nada más angustioso que saber que se ha invertido dinero para buscar una solución a un problema tan grande como es la vivienda; esto ha desquebrajado su moral. Por tanto, el estimado de cien gramos oro es justo como monto de los perjuicios morales ocasionados y que está sufriendo la señora Rubiela Zambrano de Herrera...” (fl. 23 c 8).
1.9.- De Gloria Amparo Serrano Perdomo e Israel Rojas Tafur (Proceso No. 7304).

En escrito presentado el día 27 de mayo de 1993 (fl. 21 a 28 c 9), los señores Gloria Amparo Serrano Perdomo e Israel Rojas Tafur, mediante apoderado judicial, formularon demanda de reparación directa contra el Municipio de Palermo (Huila), con el fin de que se le condene a pagar a los demandantes “la suma de siete millones de pesos ($7.000.000) moneda corriente o la que el H. Tribunal estime actualizar en el momento del fallo, valor de los perjuicios materiales por daño emergente y lucro cesante, causados con la omisión en la acometida de los servicios públicos en el lote de su propiedad No. 8, manzana I, Urbanización El Porvenir, sector II, hoy calle 17 A # 6B-24, ubicado en la zona urbana de la Inspección de Amborco, municipio de Palermo, comprendido dentro de los siguientes linderos: ‘Por el sur, con la calle 17A en longitud de 7.00 metros; por el occidente, en longitud de 15.00 metros con el lote #9; por el norte, en longitud de 7.00 metros con el lote #2, hoy propiedad de Aceneth Amaya; y por el oriente, en longitud de 15.00 metros con el lote #7 de la misma manzana” (fl. 21 c 9).

Adicionalmente solicitó:

“Segundo.- Condenar al Municipio de Palermo, Hla., a pagar la suma de diez mil pesos ($10.000.oo), o la suma que el Tribunal señale, por cada día de retardo en el suministro de los servicios públicos indispensables para la vida humana, a partir del día siguiente a la fecha de ejecutoria de la sentencia definitiva y hasta cuando se ejecuten las obras respectivas.- 

“Tercero.- Condenar al mismo Municipio al pago de los perjuicios morales que mi mandante ha sufrido ante la carencia de servicios públicos en el lote y casa de su propiedad, destinado a solucionar su falta de vivienda propia, por el equivalente a trescientos gramos oro (300), conforme al precio que tenga dicho metal al momento de la ejecutoria de la sentencia, según certificado del Banco de la República.-” (Se destaca, fl. 21 c 9).
1.10-  De Hernando Rojas Bahamón (Proceso No. 7621).

En escrito presentado el día 16 de diciembre de 1993 (fl. 26 a 36 c 10), el señor Hernando Rojas Bahamón, mediante apoderado judicial, formuló demanda de reparación directa contra el Municipio de Palermo (Huila), con el fin de que se le condene a pagar “al demandante Hernando Rojas Bahamón, de condiciones civiles conocidas, la suma de seis millones de pesos ($6.000.000) MCTE, como daño emergente, actualizados al momento del fallo que mi mandante ha pagado por arrendamientos en predio ajeno ante la imposibilidad de construir su casa en su propio lote; no haber podido acceder al subsidio de vivienda de interés social ni a préstamo para construcción de los otorgados por entidades crediticias para el levantamiento de vivienda; el valor comercial de su predio, lejos de adquirir la plusvalía ha perdido, es decir, se ha devaluado con relación a la adquisición (sic) de la moneda al momento que hizo la compra del lote porque el valor comercial con los servicios ya instalados en el lote sería mucho mayor para la presente época que vivimos, todo ocasionado por la inactividad del municipio de Palermo para colocar el servicio público solicitado. Teniendo en cuenta que si el dinero invertido en actividades comerciales le hubieran representado a mi mandante un buen rendimiento económico Daño a que hago referencia por la omisión del municipio demandado, en la acometida de los servicios públicos en el lote de propiedad de Hernando Rojas Bahamón; distinguido con el lote No. 3 de la manzana E, de la Urbanización El Porvenir, sector II, ubicado en la vereda oriente del municipio de Palermo, Huila,  de una extensión aproximada de ciento cinco metros cuadrados (105M2), alinderado así: por el oriente, en longitud de quince metros (15 mts) con el lote #4 de la manzana E; por el occidente, en longitud de quince metros (15 mts) con el lote #2 de la manzana E; por el norte, en longitud de siete metros (7 mts) con la calle 11 y por el sur, en longitud de siete metros (7 mts) con el lote #18 de la manzana E” (fl. 27 c 10).

Adicionalmente solicitó:

“Segundo.- Condenar al Municipio de Palermo por el lucro cesante, representado por el valor de los tributos municipales pagados, el valor del lote incluída su financiación y el no haber accedido al subsidio de vivienda de interés social constituye lucro cesante, pues que al haber invertido estos dineros en la construcción de su casa, el mismo le hubiere representado una utilidad no inferior a la suma de tres millones de pesos ($3.000.000) MCTE, los cuales serán actualizados por esa Honorable Corporación al momento de proferir el fallo. 

“Tercero.- Como perjuicios morales mi poderdante debido a la angustia ocasionada por la situación que afronta al no poder construir su casa en el lote que compró y al convertirse en una simple ilusión su proyecto de construir su vivienda y no siendo posible construirla a pesar del permiso otorgado por el municipio de Palermo para construir la urbanización ‘El Porvenir’. Es que no hay nada más angustioso que saber que se ha invertido dinero para buscar una solución a un problema tan grande como es la vivienda; esto ha desquebrajado su moral. Por tanto, el estimado de cien gramos oro es justo como monto de los perjuicios morales ocasionados y que está sufriendo por (sic) señor Hernando Rojas Bahamón ...” (fl. 27 c 10).
1.11.- De María Libia Perdomo Celis (Proceso No. 7622).

En escrito presentado el día 16 de diciembre de 1993 (fl. 24 a 34 c 11), la señora María Libia Perdomo Celis, mediante apoderado judicial, formuló demanda de reparación directa contra el Municipio de Palermo (Huila), con el fin de que se le condene a pagar “a la demandante María Libia Perdomo Celis, de condiciones civiles conocidas, la suma de seis millones de pesos ($6.000.000) MCTE, como daño emergente, actualizados al momento del fallo que mi mandante ha pagado por arrendamientos en predio ajeno ante la imposibilidad de construir su casa en su propio lote; no haber podido acceder al subsidio de vivienda de interés social ni a préstamo para construcción de los otorgados por entidades crediticias para el levantamiento de vivienda; el valor comercial de su predio, lejos de adquirir la plusvalía ha perdido, es decir, se ha devaluado con relación a la adquisición (sic) de la moneda al momento que hizo la compra del lote porque el valor comercial con los servicios ya instalados en el lote sería mucho mayor para la presente época que vivimos, todo ocasionado por la inactividad del municipio de Palermo para colocar el servicio público solicitado. Teniendo en cuenta que si el dinero invertido en actividades comerciales le hubieran representado a mi mandante un buen rendimiento económico Daño a que hago referencia por la omisión del municipio demandado, en la acometida de los servicios públicos en el lote de propiedad de María Libia Perdomo Celis; distinguido con el lote No. 2 de la manzana E, de la Urbanización El Porvenir, sector II, ubicado en la vereda oriente del municipio de Palermo, Huila, de una extensión aproximada de ciento cinco metros cuadrados (105M2), alinderado así: por el oriente, en longitud de quince metros (15 mts) con el lote #3 de la manzana E; por el occidente, en longitud de quince metros (15 mts) con el lote #1 de la manzana E; por el norte, en longitud de siete metros (7 mts) con la calle 11 y por el sur, en longitud de siete metros (7 mts) con el lote #19 de la manzana E” (fl. 25 c 11).

Adicionalmente solicitó:

“Segundo.- Condenar al Municipio de Palermo por el lucro cesante, representado por el valor de los tributos municipales pagados, el valor del lote incluída su financiación y el no haber accedido al subsidio de vivienda de interés social constituye lucro cesante, pues que al haber invertido estos dineros en la construcción de su casa, el mismo le hubiere representado una utilidad no inferior a la suma de tres millones de pesos ($3.000.000) MCTE, los cuales serán actualizados por esa Honorable Corporación al momento de proferir el fallo. 

“Tercero.- Como perjuicios morales mi poderdante debido a la angustia ocasionada por la situación que afronta al no poder construir su casa en el lote que compró y al convertirse en una simple ilusión su proyecto de construir su vivienda y no siendo posible construirla a pesar del permiso otorgado por el municipio de Palermo para construir la urbanización ‘El Porvenir’. Es que no hay nada más angustioso que saber que se ha invertido dinero para buscar una solución a un problema tan grande como es la vivienda; esto ha desquebrajado su moral. Por tanto, el estimado de cien gramos oro es justo como monto de los perjuicios morales ocasionados y que está sufriendo la señora María Libia Perdomo Celis ...” (fl. 25 c 11).
1.12.- De Carmen Julia Díaz de Escobar (Proceso No. 7330).

En escrito presentado el día 11 de junio de 1993 (fl. 22 a 29 c 12), la señora Carmen Julia Díaz de Escobar, mediante apoderado judicial, formuló demanda de reparación directa contra el Municipio de Palermo (Huila), con el fin de que se le condene a pagar a los demandantes “la suma de siete millones de pesos ($7.000.000) moneda corriente o la que el H. Tribunal estime actualizar en el momento del fallo, valor de los perjuicios materiales por daño emergente y lucro cesante, causados con la omisión en la acometida de los servicios públicos en el lote de su propiedad No. 4, manzana D, Urbanización El Porvenir, sector II, hoy calle 17 A # 5-59 de la nomenclatura actual, ubicado en la zona urbana de la Inspección de Amborco, municipio de Palermo, comprendido dentro de los siguientes linderos: ‘Por el norte, con la calle 17A en longitud de 7.00 metros; por el oriente, en longitud de 15.00 metros con el lote #5 de la misma manzana; por el sur, en longitud de 7.00 metros con el lote #18; y por el oriente, en longitud de 15.00 metros con el lote #3” (fl. 22 c 12).

Adicionalmente solicitó:

“Segundo.- Condenar al Municipio de Palermo, Hla., a pagar la suma de diez mil pesos ($10.000.oo), o la suma que el Tribunal señale, por cada día de retardo en el suministro de los servicios públicos indispensables para la vida humana, a partir del día siguiente a la fecha de ejecutoria de la sentencia definitiva y hasta cuando se ejecuten las obras respectivas.- 

“Tercero.- Condenar al mismo Municipio al pago de los perjuicios morales que mi mandante ha sufrido ante la carencia de servicios públicos en el lote y casa de su propiedad, destinado a solucionar su falta de vivienda propia, por el equivalente a trescientos gramos oro (300), conforme al precio que tenga dicho metal al momento de la ejecutoria de la sentencia, según certificado del Banco de la República.-” (Se destaca, fl. 22 c 12).
1.13.- De Armando Forero Forero (Proceso No. 7208).

En escrito presentado el día 21 de abril de 1993 (fl. 22 a 29 c 13), el señor Armando Forero Forero, mediante apoderado judicial, formuló demanda de reparación directa contra el Municipio de Palermo (Huila), con el fin de que se le condene a pagar al demandante “la suma de siete millones de pesos ($7.000.000) moneda corriente o la que el H. Tribunal estime actualizar en el momento del fallo, valor de los perjuicios materiales por daño emergente y lucro cesante, causados con la omisión en la acometida de los servicios públicos en el lote de su propiedad No. 6, manzana I, Urbanización El Porvenir, sector II, ubicado en la zona urbana de la Inspección de Amborco, municipio de Palermo, comprendido dentro de los siguientes linderos: ‘Por el occidente, en longitud de 15.00 metros con el lote #7; por el oriente, en longitud de 15.00 metros con la carrera 6A; por el norte, en longitud de 7.00 metros con el lote #5; y por el sur, en 7.00 metros con la calle 10” (fl. 22 c 13).

Adicionalmente solicitó:

“Segundo.- Condenar al Municipio de Palermo, Hla., a pagar la suma de diez mil pesos ($10.000.oo), o la suma que el Tribunal señale, por cada día de retardo en el suministro de los servicios públicos indispensables para la vida humana, a partir del día siguiente a la fecha de ejecutoria de la sentencia definitiva y hasta cuando se ejecuten las obras respectivas.- 

“Tercero.- Condenar al mismo Municipio al pago de los perjuicios morales que mi mandante ha sufrido ante la carencia de servicios públicos en el lote y casa de su propiedad, destinado a solucionar su falta de vivienda propia, por el equivalente a trescientos gramos oro (300), conforme al precio que tenga dicho metal al momento de la ejecutoria de la sentencia, según certificado del Banco de la República.-” (Se destaca, fl. 22 c 13).
1.14.- De José Alí Castiblanco Alfaro (Proceso No. 7288).

En escrito presentado el día 17 de mayo de 1993 (fl. 19 a 26 c 14), el señor Armando Forero Forero, mediante apoderado judicial, formuló demanda de reparación directa contra el Municipio de Palermo (Huila), con el fin de que se le condene a pagar al demandante “la suma de siete millones de pesos ($7.000.000) moneda corriente o la que el H. Tribunal estime actualizar en el momento del fallo, valor de los perjuicios materiales por daño emergente y lucro cesante, causados con la omisión en la acometida de los servicios públicos en el lote de su propiedad No. 20, manzana E, hoy calle 17 # 6-66 de la nomenclatura actual, Urbanización El Porvenir, sector II, ubicado en la zona urbana de la Inspección de Amborco, municipio de Palermo, comprendido dentro de los siguientes linderos: ‘Por el norte, con el lote #1 de la misma manzana en longitud de 7.00 metros; por el sur, con la calle 10, hoy calle 17, en longitud de 7.00 metros; por el oriente, con el lote No. 19 de la misma manzana; y por el occidente, en 15.00 metros con la carrera 6A” (fl. 19 c 14).

Adicionalmente solicitó:

“Segundo.- Condenar al Municipio de Palermo, Hla., a pagar la suma de diez mil pesos ($10.000.oo), o la suma que el Tribunal señale, por cada día de retardo en el suministro de los servicios públicos indispensables para la vida humana, a partir del día siguiente a la fecha de ejecutoria de la sentencia definitiva y hasta cuando se ejecuten las obras respectivas.- 

“Tercero.- Condenar al mismo Municipio al pago de los perjuicios morales que mi mandante ha sufrido ante la carencia de servicios públicos en el lote y casa de su propiedad, destinado a solucionar su falta de vivienda propia, por el equivalente a trescientos gramos oro (300), conforme al precio que tenga dicho metal al momento de la ejecutoria de la sentencia, según certificado del Banco de la República.-” (Se destaca, fl. 19 c 14).
2.- Los hechos.

Los demandantes afirmaron que mediante la Resolución No. 00136 del 11 de noviembre de 1984, la Cooperativa de Ahorro y Vivienda El Porvenir Ltda., obtuvo la aprobación y la licencia para el proyecto de urbanización de los sectores I y II, ubicados en la Inspección de Amborco del Municipio de Palermo, Huila; mediante la Resolución No. 0043 del 23 de marzo de 1985, se aprobaron algunas modificaciones al mencionado proyecto de urbanización.

Señalaron que “[c]on base en tales disposiciones del municipio demandado, la Superintendencia Bancaria otorgó permiso para la venta de los lotes que conformaban los proyectos aprobados, en el supuesto que existían las infraestructuras de los servicios públicos necesarias para el desarrollo  de un programa de tal magnitud” (fl. 23 c 1, 21 c 2, 21 c 3, 21 c 4, 20 c 5, 22 c 6, 21 c 7, 24 c 8, 22 c 9, 28 c 10, 26 c 11, 23 c 12, 23 c 13 y 20 c 14); en 1987, el Concejo Municipal del Palermo incluyó en el perímetro urbano del municipio a los sectores I y II de la Urbanización El Porvenir, razón por la cual el Instituto Geográfico Agustín Codazzi realizó el reajuste catastral de los predios para efectos de aumentar el cobro del impuesto predial y complementarios. 

Afirmaron que con la entrada en vigencia de la Ley 9 de 1989 los municipios se encontraban en la obligación de suministrar los servicios públicos domiciliarios, razón por la cual se realizaron los siguientes trámites:

“a) Por Acuerdo No. 009 de 1990, se autorizó al Alcalde Municipal para contratar un empréstito por $30.000.000.oo destinado a la construcción del acueducto El Porvenir –Los Alpes–, FINANCOOP y UCONAL de esta ciudad estuvieron dispuestos a otorgarlo, por gestiones de cooperados del Porvenir, pero el municipio desaprovechó esa oportunidad. El préstamo sería cubierto con el pago de las acometidas domiciliarias.

“b) En el art. 165 del Presupuesto de Rentas e Ingresos y apropiaciones del año fiscal de 1991, en gastos de inversión, se asignó una partida de $10.000.000.oo para la misma obra del acueducto pero no se realizó por inercia administrativa.

“c) Con Empresas Públicas Municipales de Neiva se adelantaron gestiones encaminadas a obtener la extensión del servicio de acueducto, tomado a partir del puente Santander o de la ‘Y’ de la carretera a Bogotá, que aquéllas consideraron técnicamente viable.

“d) Para cumplir un requisito indispensable exigido por EE.PP. de Neiva, se presentó el Plan de Desarrollo de Amborco al Concejo Municipal, quien lo aprobó en dos debates.- El tercero se postergó tanto que vino el relevo de Concejo y Alcalde, sin que recibiera despacho favorable, en otra clara actitud de omisión al cumplimiento de las normas legales” (fl. 23 c 1, 21 c 2, 21 c 3, 21 c 4, 20 a 21 c 5, 22 c 6, 21 c 7, 24 a 25 c 8, 22 a 23 c 9, 28 a 29 c 10, 26 a 27 c 11, 23 c 12, 23 c 13 y 20 a 21 c 14).

Los demandantes indicaron que el relevo en los órganos de dirección del municipio de Palermo generó un cambio en la actitud de las autoridades municipales frente a la construcción del acueducto, a tal punto que en una respuesta a la petición de los demandantes, el Alcalde afirmó que el proyecto no era técnicamente factible.

En criterio de los demandantes, la decisión de no construir el acueducto les generó los perjuicios materiales e inmateriales cuyo reconocimiento en sede judicial solicitaron en sus pretensiones.

3.- Contestación de las demandas.

El municipio de Palermo contestó las demandas para oponerse a las pretensiones de los demandantes.

Afirmó que en el presente caso concreto no se configuró la responsabilidad de la entidad territorial demandada, por cuanto “el presunto hecho dañoso, en este caso la no prestación de los servicios públicos, no puede ser imputado al municipio de Palermo, porque al proferirse en 1984 el acto por el cual se aprueba el proyecto urbanístico El Porvenir en sus sectores I y II, Resolución No. 0136 de septiembre 11 de 1984, en su artículo segundo, se consignó (sic) la obligación de ejecutar las obras de servicios públicos exigidos por las autoridades municipales, las que una vez ejecutadas por el Urbanizador, permitirían la prestación de los servicios por parte del municipio, correspondía al urbanizador, en este caso la Cooperativa de Ahorro y Vivienda El Porvenir Ltda., obligación que al parecer a la fecha no ha sido cumplida por el particular” (fl. 47 c 1, 44 c 2, 47 c 3, 45 c 4, 44 c 5, 45 c 6, 47 c 7, 44 c 8, 46 c 9, 50 c 10, 46 c 11, 47 c 12, 47 c 13 y 43 c 14).

Agregó a lo anterior que “cuando la Administración ha señalado que por razones de carácter técnico no es posible la prestación de los servicios públicos en ese lugar, hay que entenderse que no significa que con una inversión elevadísima no se puedan construir las obras requeridas para ello, sino que además de que no es como ya se señaló su obligación, lo mismo significaría que cualquier particular en cualquier sitio de la jurisdicción pudiera exigir la instalación de dichos servicios …” (fl. 48 c 1, 45 c 2, 48 c 3, 46 c 4, 45 c 5, 46 c 6, 48 c 7, 45 c 8, 47 c 9, 51 c 10, 47 c 11, 48 c 12, 48 c 13 y 44 c 14); señaló, también, que una inversión presupuestal en ese sentido requeriría de la aprobación previa del proyecto por parte del Concejo Municipal.

Propuso las excepciones de: i) Culpa exclusiva de un tercero, por cuanto la construcción de la obra de infraestructura era responsabilidad de la Cooperativa de Ahorro y Vivienda El Porvenir Ltda., y ii) La caducidad de la acción incoada, dado que desde la fecha en que los demandantes adquirieron los predios encontrándose éstos sin la infraestructura de acueducto al momento de presentación de las demandas transcurrieron más de dos años.

4.- El llamamiento en garantía.

Tanto la parte demandada como el Ministerio Público solicitaron el llamamiento en garantía de la Cooperativa de Ahorro y Vivienda El Porvenir, el cual fue resuelto favorablemente en los distintos procesos acumulados por el Tribunal a quo; al momento de acumulación de los procesos, la Cooperativa llamada en garantía había contestado únicamente aquellos llamamientos en garantía proferidos en los procesos radicados con los números 7199 (fl. 57 a 63 c 1), 7215 (fl. 57 a 64 c 3), 7197 (fl. 55 a 62 c 4), 7306 (fl. 54 a 61 c 5), 7304 (fl. 56 a 63 c 9), 7330 (fl. 57 a 64 c 12) y 7288 (fl. 53 a 60 c 14).

El llamado en garantía afirmó que en su criterio “existen razones jurídicas suficientes para despachar la demanda a favor del demandante y en contra del Municipio de Palermo, porque es indudable su responsabilidad culposa y omisiva” (fl. 57 c 1, 57 c 3, 55 c 4, 54 c 5, 56 c 9, 57 c 12 y 53 c 14), sin embargo señaló que “la Cooperativa niega la responsabilidad que el demandado le atribuye, porque ha cumplido hasta donde ha sido posible los planes de desarrollo de los servicios públicos. Pero por la revocatoria y negativa sistemática del municipio de Palermo de permitir que el municipio de Neiva suministrara por intermedio de sus Empresas Públicas Municipales el servicio de acueducto, con los costos a cargo de la Cooperativa y propietarios de lotes y fundos circunvecinos, ha resultado igualmente perjudicada en sus intereses sociales” (fl. 57 c 1, 57 c 3, 55 c 4, 54 c 5, 56 c 9, 57 c 12 y 53 c 14). 

Afirmó que el municipio de Palermo ha tenido una actitud “xenófoba” (fl. 57 c 1, 58 c 3, 56 c 4, 55 c 5, 57 c 9, 58 c 12 y 54 c 14) para con los habitantes de la urbanización El Porvenir, paralizó el desarrollo de la ciudad; le asiste razón a los demandantes, en su criterio, porque el municipio generó “la posibilidad de loteo y venta de la urbanización, mediante la aprobación de los proyectos sin contar con la factibilidad o infraestructura propia de los servicios públicos” (fl. 59 c 1, 59 c 3, 57 c 4, 56 c 5, 58 c 9, 59 c 12 y 55 c 14).

Frente a las excepciones propuestas por el municipio de Palermo, el llamado en garantía afirmó que no podría haberse configurado la caducidad de la acción pues la omisión que se le endilga es de carácter continuado.

5.- La acumulación de los procesos radicados con los números 7199, 7215, 7197, 7306, 7618, 7304, 7330, 7334, 7278, 7181, 7621, 7622, 7208 y 7288.

Mediante escrito radicado el 9 de julio de 1996, el apoderado judicial de los demandantes solicitó la acumulación de los procesos radicados con los números 7181, 7191, 7208, 7215, 7288, 7304, 7330, 7278, 7306 y 7334 al proceso radicado con el número 7199; el Tribunal a quo en auto del 14 de julio de 1998 accedió a la solicitud de acumulación (fl. 138 a 139 c 1).

A su vez, en auto del 17 de agosto de 2001 proferido en el proceso radicado con el número 7622 (fl. 78 a 79 c 11), en auto del 6 de marzo de 2001 proferido en el proceso radicado con el número 7621 (fl. 82 a 83 c 10) y en auto del 17 de agosto de 2001 proferido en el proceso radicado con el número 7618 (fl. 171 a 172 c 8), se decretó la acumulación de los expedientes referidos al proceso radicado con el número 7199.

6.- Alegatos de conclusión en primera instancia.

Las partes y el Ministerio Público guardaron silencio en esta oportunidad procesal.

7.- La sentencia apelada.

El Tribunal Administrativo del Huila encontró probada la excepción de caducidad de la acción incoada propuesta por la entidad territorial demandada (fl. 423 a 452 c ppal).

En primer lugar, luego de un análisis del marco normativo pertinente, señaló que “el municipio nunca asumió ni le correspondió asumir el deber de suplir a la Cooperativa urbanizadora en la construcción de la infraestructura y el suministro de los servicios públicos a que se ha aludido” (fl. 448 c ppal). 

En segundo lugar consideró que

“Ahora bien, dado que se está en una acción de reparación directa y en aras del principio iura novit curia, la Sala observa que el municipio de Palermo, en la licencia tantas veces mencionada estableció claramente la obligación de la urbanizadora de efectuar la construcción de la totalidad de las obras de servicios públicos exigidos por las autoridades municipales, pero que, como se probó tales obras fueron realizadas de manera parcial e igualmente que el proyecto urbanístico no se desarrolló, dejándose vencer los términos previstos en la licencia de construcción y no se solicitó prórroga alguna para continuarlas frente a lo cual el municipio no exigió el cumplimiento del deber a que se había comprometido la entidad cooperativa.

“En efecto, en el citado acto administrativo se determinó que las construcciones debían iniciarse a más tardar un (1) año después de la fecha de expedición de esa Resolución y estar completamente terminadas dos (2) años contados a partir de la fecha de iniciación de las obras, plazos éstos que fueron incumplidos por la urbanizadora que, además no solicitó prórroga de la licencia de urbanización.

“Así se tiene que la licencia para ejecutar el proyecto fue otorgada por el Municipio de Palermo a la Cooperativa de Ahorro y Vivienda El Porvenir Ltda., el 11 de septiembre de 1984, de tal manera que las obras de construcción correspondía iniciarlas dentro del año siguiente, es decir antes del 11 de septiembre de 1995 (sic).

“Teniendo como supuesto que efectivamente se cumplió con el primer término, la construcción debía completarse dentro de los dos años siguientes, esto es a más tardar el 11 de septiembre de 1987, lo que no se hizo por parte de la Cooperativa y, sin embargo, ésta efectuó la venta de los lotes sin cumplir su compromiso de terminación de la infraestructura de servicios públicos, frente a lo cual el municipio omitió su deber establecido en la Ley 66 de 1968 modificada por el Decreto Especial 2610 de 1979, al no haber exigido las garantías de que trata el numeral 5 del artículo 5 de la referida Ley modificado por el artículo 4 del Decreto-ley citado, ni ejercer el control y vigilancia sobre dicha urbanizadora, en concordancia con el Decreto 78 de 1987, vigente a partir de enero 15 de dicho año, por lo que ésta sería la causa que se podría atribuir al municipio como fundamento para derivar la responsabilidad que los autores demandan, por los eventuales perjuicios que afirman haber sufrido.

“Pero bajo éste supuesto, la acción se halla caducada pues el plazo de los dos años empezó a correr el día siguiente del 11 de septiembre de 1987 venciéndose por tanto el 12 de septiembre de 1989 y para cuando se presentaron las demandas esta fecha ya había pasado.

“Respecto a éste término, los demandantes no pueden expresar que para el 12 de septiembre de 1989 ni siquiera habían comprado los lotes como quiera que la Cooperativa de Ahorro y Vivienda El Porvenir Ltda., -que es una entidad privada- vendió como cuerpo cierto a los accionantes los respectivos lotes con servicios (según se dice en las escrituras) y los demandantes así lo adquirieron …

(…)

“Para la Sala, la actitud asumida por la Cooperativa de Ahorro y Vivienda El Porvenir Ltda., de que por su propia iniciativa haya adquirido el compromiso de construir la infraestructura de los servicios públicos y sin fundamento alguno le esté trasladando esa responsabilidad y a su vez reclame al municipio de Palermo lo que ella misma se comprometió, es carente de todo sentido jurídico y moral que amerita se investigue por la autoridad competente, sin perjuicio de las acciones que contra la misma y/o Directivos de ella, tienen o pueden tener los aquí demandantes” (fl. 448 a 450 c ppal).

Por lo anterior, el Tribunal Administrativo del Huila declaró probada la excepción de caducidad de la acción incoada.

8.- La apelación.

8.1.- La parte actora.

Inconforme con la sentencia de primera instancia, la parte actora interpuso, dentro de los términos legales establecidos para ello, recurso de apelación (fl. 453 a 456 y 464 a 469 c ppal), medio de impugnación que se concedió por el Tribunal a quo mediante auto del 9 de mayo de 2003 (fl. 471 c ppal) y se admitió por la Corporación en auto del 5 de septiembre de 2003 (fl. 477 c ppal).

Los demandantes sustentaron su inconformidad para con la sentencia de primera instancia en el hecho de que “los deberes constitucionales por parte del Estado no caducan ni prescriben porque son permanentes o mejor, cuando su aplicabilidad no está sujeta a un lapso determinado, pasado el cual podría cesar esa obligación” (fl. 453 c ppal); consideraron también que se acreditó en el expediente que en 1991 el municipio demandado destinó una partida presupuestal específica para la construcción del referido acueducto, por lo tanto “el municipio de Palermo no sólo por haber asumido la construcción de las obras de urbanismo [sino porque] tiene aún el deber legal de vigilar a la urbanizadora para que cumpliera las obligaciones impuestas por la Resolución que aprobó el proyecto, garantizando así los derechos patrimoniales de los compradores de lotes; que no han sido defendidos por el municipio pese a que no inició dentro del año siguiente la construcción de las viviendas, ni las terminó dentro de los siguientes dos años, constituyendo su omisión un acto de complicidad con la Cooperativa llamada en garantía” (fl. 454 c ppal).

En su criterio, entonces, la omisión que se le endilga a la entidad territorial demandada es de carácter permanente y periódica, razón por la cual no pudo haber operado el fenómeno de la caducidad de la acción de reparación directa, en este sentido afirmaron “La caducidad o prescripción de la acción del deber legal, repito, es un imposible jurídico. Como tal debe cumplirse en todo tiempo, por lo cual el fenómeno de su caducidad o prescripción es un imposible jurídico” (fl. 455 c ppal).

8.2.- El llamado en garantía.

Inconforme con la sentencia de primera instancia, el llamado en garantía interpuso, dentro de los términos legales establecidos para ello, recurso de apelación (fl. 459 a 462 c ppal), el cual se concedió por el Tribunal a quo en auto del 9 de mayo de 2003 (fl. 471 c ppal) y se admitió por la Corporación en auto del 5 de septiembre de 2003 (fl. 477 c ppal).

El apelante afirmó que se debe condenar a la entidad territorial demandada por cuanto se acreditó en el expediente que “puestas las dificultades en conocimiento de la Alcaldía municipal de Palermo, la entidad territorial asumió ante los propietarios de los lotes y la propia Cooperativa la construcción de las obras. Es decir, en forma autónoma y sin formalismos intervino la urbanización para dotarla de los servicios domiciliarios de luz, agua y alcantarillado mediante el cobro de valorización” (fl. 460 c ppal).

Agregó que “el municipio de Palermo ha omitido cumplir las obligaciones que le asignó la Ley 9 de 1989 relativas a la inspección, vigilancia y control e intervención de la Urbanización, ante los desfases económicos y técnicos del proyecto de urbanización. Esas omisiones son muy graves cuando quiera que se trata de un grupo considerable de familias que han visto ilusorias las adquisiciones de un pequeño lote de terreno que por acción y omisión de las autoridades adquirieron con el fin de dar solución a su problema de vivienda” (fl. 461 c ppal).

9.- Alegatos de conclusión en segunda instancia.

Las partes guardaron silencio en esta oportunidad procesal.

10.- Intervención del Ministerio Público 

El Ministerio Público, a través del Procurador Cuarto Delegado ante el Consejo de Estado, emitió concepto en el presente proceso (fl. 481 a 487 c ppal); solicitó confirmar la sentencia de primera instancia por cuanto “[d]e acuerdo con la documentación aportada al expediente se observa que si bien el municipio demandado aprobó el proyecto urbanístico, lo cierto es que lo hizo bajo determinadas condiciones, sin asumir obligación alguna respecto de las obras de servicios públicos. Y, de otra parte, la obligación del urbanizador tenía un plazo determinado y para el momento de instaurar las demandas la acción se encontraba caducada” (fl. 484 c ppal).

En cuanto a la responsabilidad del ente demandado, el Ministerio Público señaló: “la obligación que incumplió y omitió el urbanizador y que es el hecho generador de la demanda, dada la época y las condiciones particulares en que aquella surgió para la cooperativa constructora, no se trasladó al Ente Territorial por la aprobación y permiso de construcción” (fl. 486 c ppal).

Afirmó, también, que en el presente caso concreto operó el fenómeno de la caducidad de la acción por cuanto “la omisión del urbanizador tuvo lugar en septiembre de 1987, fecha a partir de la cual empezó a contabilizarse el término de dos años para instaurar la acción, el que vencía el 11 de septiembre de 1989” (fl. 487 c ppal) y que “teniendo en cuenta que las demandas se presentaron en 1993 (abril, mayo, junio, diciembre), resulta evidente que para ese momento ya se había configurado el fenómeno de caducidad” (fl. 487 c ppal).

Por lo anterior, el Ministerio Público solicitó que se confirme la sentencia de primera instancia.

II. C O N S I D E R A C I O N E S 

Corresponde a la Sala decidir sobre los recursos de apelación interpuestos por la parte actora y el llamado en garantía contra la sentencia del Tribunal Administrativo del Huila, Sala Tercera de Decisión, proferida el 4 de abril de 2003, mediante la cual se declaró probada la caducidad de la acción de reparación directa incoada.

1.- Cuestión previa: el interés del llamado en garantía para recurrir la sentencia de primera instancia en el presente caso concreto.

Si bien la Cooperativa de Ahorro y Vivienda “El Porvenir” interpuso, en los términos legales establecidos para ello, recurso de apelación (fl. 459 a 462 c ppal), el cual se concedió por el Tribunal a quo en auto del 9 de mayo de 2003 (fl. 471 c ppal) y se admitió por la Corporación en auto del 5 de septiembre de 2003 (fl. 477 c ppal), no es menos cierto que le corresponde determinar a esta Sala si la sociedad apelante tenía interés para interponer el recurso en los términos del inciso segundo del artículo 350 del C. de P.C., a cuyo tenor:
“Artículo 350. El recurso de apelación tiene por objeto que el superior estudie la cuestión decidida en la providencia de primer grado y la revoque o reforme.

“Podrá interponer el recurso la parte a quien le haya sido desfavorable la providencia; respecto del coadyuvante se tendrá en cuenta lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 52”.
Para resolver la cuestión previa que se plantea es necesario, en primer lugar, tener en cuenta que en el presente caso concreto la sentencia emitida por el Tribunal a quo declaró probada la excepción de caducidad de la acción de reparación directa incoada; es decir, la sentencia de primera instancia no declaró la responsabilidad de la entidad territorial demandada, llamante en garantía, por lo cual se debe determinar entonces si el llamado en garantía podría considerar que una decisión en ese sentido –es decir, la que declara probada la excepción de caducidad de la acción– resulta desfavorable a sus intereses.

En aquellos procesos en los cuales el demandado decida realizar el llamamiento en garantía respecto de un tercero, el juez del proceso no se podrá limitar a resolver la relación sustancial que se deriva de la demanda y que involucra la eventual responsabilidad del demandado, sino que tendrá imperativamente que decidir respecto de la del llamado en garantía, en el marco de la ocurrencia de los hechos objeto de la demanda. 

Así, se podrán presentar dos hipótesis en los procesos en los que se admita la participación del llamado en garantía cuando éste interviene a solicitud del demandado: i) Que la sentencia sea absolutoria para el demandado, es decir que no se haya probado la responsabilidad de la parte demandada, evento en el cual no procederá, por sustracción de materia, la declaratoria de responsabilidad del llamado en garantía; o bien, ii) Que se encuentre acreditada –bajo cualquier régimen, subjetivo u objetivo– la responsabilidad de la parte demandada, evento en el cual el juez tendrá que analizar la situación del llamado en garantía, cuestión que a su turno puede dar lugar a una de dos posibilidades: a) concluir que el llamado en garantía no está en el deber de responder, frente a lo cual se decidirá que no se le atribuye responsabilidad o b) concluir que le asiste razón al demandado frente a la obligación que tiene el llamado en garantía de reparar los perjuicios, caso en cual se debe determinar el alcance de su responsabilidad y el porcentaje de la condena que deberá restituir a la parte demandada con cargo a lo que ésta pague al demandante.  

En este sentido, se trata dos relaciones procesales evidentemente distintas, aunque íntimamente ligadas, las que se traban en el marco de un proceso en el que se ha admitido el llamamiento en garantía respecto de un tercero: por un lado se tiene la litis entre el demandante y la demandada y, por el otro, la relación que vincula a la demandada (llamante) y al llamado en garantía; por lo cual la Sala ha afirmado que:

“20. Como se observa en las anteriores normas, ellas hacen referencia a la facultad de la entidad demandada para formular el llamamiento en garantía a su servidor o ex servidor, lo cual guarda consonancia con la definición legal que de esta figura hace el artículo 57 del C.P.C., de conformidad con el cual ‘Quien tenga derecho legal o contractual de exigir a un tercero la indemnización del perjuicio que llegare a sufrir, o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia, podrá pedir la citación de aquel, para que en el mismo proceso se resuelva sobre tal relación (…)’. 

“21. Se trata entonces, de eventos en los cuales existe una relación de garantía previa entre el demandado-llamante y el llamado en garantía, proveniente de un contrato o de una disposición legal que la establece y en virtud de la cual el primero está facultado para exigirle al segundo el pago de una indemnización o el reembolso de una condena impuesta a aquel; y que le permite, por lo tanto, hacerlo comparecer al proceso en el cual el llamante ha sido demandado, para que en el mismo se juzgue la pertinencia de su reclamación frente al llamado en garantía. En los procesos contencioso administrativos, como ya se vio, las entidades estatales están autorizadas constitucional y legalmente para reclamar de sus servidores y ex servidores el reembolso total o parcial –según el caso- de lo que hubieren tenido que pagar a título de indemnización de perjuicios, ocasionados por una actuación dolosa o gravemente culposa de dicho servidor, lo que las autoriza, así mismo, para hacerlos comparecer, mediante el llamamiento en garantía, al proceso en el que se juzga la responsabilidad patrimonial de la entidad.

“22. En los procesos contencioso administrativos en los que se ha formulado un llamamiento en garantía, surgen dos relaciones procesales perfectamente diferenciadas que deben ser resueltas por el juez: i) el litigio que se traba entre demandante y entidad demandada, derivado de las pretensiones que el primero aduce frente a la segunda y que apuntan a obtener una condena en su contra y ii) la relación que surge entre demandado y llamado en garantía, en la cual aquel asume la posición de demandante frente a éste, de quien reclama un reconocimiento económico con fundamento en una relación de garantía de origen legal o contractual. 

“23. El juez debe resolver en primer término el litigio principal, en el que se decide sobre las pretensiones de la demanda que dio origen al proceso, pues si concluye que existe la responsabilidad de la entidad demandada frente al demandante y la procedencia de su condena, deberá efectuar a continuación, el análisis de la relación entre aquel y el llamado en garantía, para establecer si éste se halla obligado a responder frente al demandado por todo o parte de lo que haya tenido que pagar en virtud de la condena en su contra. Contrario sensu, si del estudio de la primera relación procesal concluye el juez que las pretensiones de la demanda no tienen vocación de prosperidad y por lo tanto las deniega, el llamamiento en garantía carecería de causa”
. 

La más calificada doctrina también ha entendido el llamamiento en garantía de esa manera:

“Las relaciones jurídicas que ligan a demandante con demandado son diversas de las que unen a llamante con llamado y es por eso que se explica que no necesariamente siempre que el demandado sea condenado, el llamado en garantía está obligado a indemnizar o reembolsar, debido a que perfectamente puede acontecer que no surja obligación alguna a su cargo…

“De otra parte, cuando el que hace el llamamiento en garantía es la parte demandante y obtiene una decisión a su favor, es decir, se condena al demandado, en tal hipótesis procede analizar la relación entre llamante y llamado para efectos de determinar si debe imponerse alguna obligación al llamado; en cambio cuando quien hace el llamamiento es la parte demandada y obtiene una decisión a su favor, es decir, se le absuelve, sobra por sustracción de materia cualquier pronunciamiento acerca de la relación entre llamante y llamado debido a que no existió afectación de la misma, pues no se declaró ninguna obligación a cargo de la parte demandada, lo cual pone de presente que en todo evento de llamamiento en garantía, sólo cuando se debe proferir una sentencia condenatoria es cuando surge para el juez la obligación de analizar y definir la relación entre llamante y llamado, lo que hará en el cuerpo mismo de la sentencia y se reflejará en la parte resolutiva.

(…)

“Resumiendo, las características esenciales del llamamiento en garantía propiamiento dicho son:

“1. El llamado es un tercero que tiene idénticas prerrogativas procesales a las asignadas a las partes y como tal todas sus actuaciones en el proceso gozan de la más absoluta libertad, ya que no está supeditado a las peticiones que haga el llamante, dado que no es un coadyuvante del mismo, aun cuando en no pocas ocasiones pueden realizar un frente común en orden a la recíproca defensa de sus intereses, pues si, por ejempo, triunfa el llamante parte demandada, ninguna posibilidad de declarar obligación a cargo del llamado existe.

“Con todo, es perfectamente posible que exista una clara diferencia entre las pretensiones del llamante y del llamado, si éste considera que no está en la obligación de indemnizar o realizar un pago, cuando el llamante sea condenado a hacerlo…

“2. La sentencia, cuando decide en forma definitiva sobre las relaciones jurídicas entre llamante y llamado, genera el efecto de cosa juzgada.

“3. Realizado y notificado el llamamiento, el llamado queda jurídicamente vinculado al proceso…

“4. El pronunciamiento del juez acerca de las eventuales obligaciones del llamado frente al llamante, están supeditadas a que en la sentencia y como conclusión y análisis de la situación jurídica entre las partes demandante y demandada surja obligación o perjuicio, cuyo resarcimiento corresponda al llamado.

“5. Se dicta una sola sentencia para resolver todas las relaciones jurídicas.

“6 El llamado en garantía puede autónomamente interponer todos los recursos pertinentes, incluidos los de casación y revisión, de darse los requisitos para su viabilidad”
.

De lo anterior resulta que el interés para apelar del llamado en garantía se encuentra supeditado a la existencia de una condena en su contra o de alguna decisión en la sentencia que pueda ser considerada lesiva para sus intereses procesales o patrimoniales
, quiere esto significar que el interés que le asiste para recurrir al llamado en garantía, aunque independiente para algunos efectos, se encuentra ligado al del llamante en garantía. 

En efecto, atendiendo el hecho de que en aquellos procesos en los cuales se haya solicitado y ordenado el llamamiento en garantía se constituyen dos relaciones procesales distintas –la primera entre demandante y demandado, la segunda entre demandado (llamante) y llamado en garantía–, resulta lógico que el interés para apelar se derive de dos hipótesis complementarias: i) que el llamante en garantía resulte condenado y, ii) que la sentencia haya resuelto el llamamiento condenando al llamado en garantía al pago de una suma dineraria a favor del llamante –evento en el cual se puede recurrir tanto la orden de reembolso como el alcance de su monto– o que de la sentencia se infiera alguna decisión en torno a la responsabilidad del llamado en garantía.

En este orden de ideas, el llamado en garantía no podrá apelar en aquellos casos en que el recurso tenga por objeto desmejorar la situación del llamante en garantía cuando éste no ha sido condenado e implicaría, en virtud del principio de no reformatio in pejus, que al momento de resolver el recurso se condene al llamante en garantía pero resulte necesario dejar incólume la situación del llamado.

A la luz de esta garantía, que le impone al juez de la segunda instancia el deber de respetar o de preservar el fallo apelado en aquellos aspectos que no resultaren desfavorables para el apelante único y que el mismo no hubiere cuestionado por considerarlos no perjudiciales para sus derechos o intereses, conecta perfectamente con la limitación material que de igual manera debe respetar el juez de segunda instancia, contenida en la parte inicial del inciso primero del artículo 357 del C. de P. C., en razón de la cual “[l]a apelación se entiende interpuesta en lo desfavorable al apelante, y por lo tanto el superior no podrá enmendar la providencia en la parte que no fue objeto del recurso”, de lo cual se desprende con claridad que si la apelación debe entenderse interpuesta únicamente en relación con aquello que en el fallo impugnado resultare perjudicial o gravoso para el recurrente, el juez de la segunda instancia está en el deber de respetar y de mantener incólume, para dicho recurrente único –y con ello para el resto de las partes del proceso–, los demás aspectos de ese fallo que no hubieren sido desfavorables para el impugnante o frente a los cuales él no hubiere dirigido ataque o cuestionamiento alguno, puesto que la ausencia de oposición evidencia, por sí misma, que el propio interesado no valora ni estima como perjudiciales para sus intereses los aspectos, las decisiones o las materias del fallo de primera instancia que de manera voluntaria y deliberada no recurrió, precisamente por encontrarse conforme con ellos
. 

Así las cosas, teniendo en cuenta que la sentencia emitida por el Tribunal a quo declaró probada la excepción de caducidad de la acción incoada y que, por tanto, no se analizó la responsabilidad de la entidad territorial demandada ni existió condena alguna en su contra, el llamado en garantía resultó beneficiado en sus intereses por la sentencia que ahora pretende recurrir, es decir, carecía de interés para recurrirla en su calidad de llamado en garantía. 

Ahora bien, se llegaría a una solución distinta en el caso en que la Cooperativa de Ahorro y Vivienda “El Porvenir” hubiere intervenido en el proceso como coadyuvante de la parte actora puesto que el artículo 52 del C. de P.C. contempla la posibilidad de tal intervención para “quien tenga con una de las partes determinada relación sustancial, a la cual no se extiendan los efectos jurídicos de la sentencia, pero que pueda afectarse desfavorablemente si dicha parte es vencida”, sin embargo, se reitera, en el presente caso concreto el recurrente actuó en su calidad de llamado en garantía.
Por las razones expuestas, la Sala no resolverá el recurso de apelación que interpuso la Cooperativa de Ahorro y Vivienda “El Porvenir”. 

2.- Los hechos probados.

En el expediente se encuentran acreditados los siguientes hechos:

1. Mediante la Resolución No. 0136 del 11 de septiembre de 1984, el municipio de Palermo aprobó el proyecto urbanístico “El Porvenir” (fl. 195 a 227 c 1), sectores I y II, de conformidad con los planos que le fueron presentados por la Cooperativa de Ahorro y Vivienda “El Porvenir”; en el mencionado acto administrativo se establecieron las siguientes condiciones para la ejecución del proyecto, de obligatorio cumplimiento por parte del urbanizador:

“ARTÍCULO SEGUNDO: NORMAS GENERALES.

“A. El urbanizador se obliga a ejecutar la totalidad de las obras de servicios públicos exigidos por las autoridades municipales como son: alcantarillado, acueducto, energía eléctrica, alumbrado público, pavimentos tanto en las áreas públicas comunales como en las vías vehiculares que conforman la urbanización, de acuerdo a los planos que reposan en los archivos de este despacho, aprobados por la Alcaldía del municipio de Palermo (Huila) según las normas que a nivel nacional y municipal rigen en el momento, y a las especificaciones particulares que hayan adoptado las empresas y/o la Alcaldía Municipal, las cuales se consideran parte integral de esta Providencia y no podrán descargarse en los adquirentes ni transmitirse a terceros salvo cuando se trate de contratos celebrados con otras personas o entidades dedicadas a las mismas actividades en los términos del Artículo tercero de la Ley 66 de 1968. En concurrencia de esto, en todo documento privado, escritura pública, en los cuales se negocien lotes urbanizados se anotará de manera clara, la construcción de todas las obras de servicio público.

“B. Velando por el cumplimiento de normas urbanísticas en el proyecto motivo de esta Resolución se guardarán además, las siguientes normas en lo que se refiere a las construcciones que allí se adelanten:

(…)

“7. Iniciación y etapas de construcción: En todo proyecto de construcción podrá convenirse con este despacho y con la Personería del Municipio de Palermo (Huila), su desarrollo por etapas, garantizando el cumplimiento de las mismas. Sin embargo, en todos los casos, las construcciones deberán iniciarse a más tardar un (1) año después de la fecha de expedición de la presente Resolución y estar completamente terminadas dos (2) años contados a partir de la fecha de iniciación de las obras.

(…)

“ARTÍCULO CUARTO: El urbanizador, se obligará además a ejecutar las obras de acuerdo con las normas establecidas por las distintas Empresas correspondientes y/o por este despacho, aceptando su interventoría. Estas obras son: La construcción de sistemas de acueducto, alcantarillado, red eléctrica y alumbrado público sobre postes de concreto, andenes y zonas verdes, pavimentos como se indica en los Planos del proyecto presentados a este despacho.

“PARÁGRAFO: La administración municipal de Palermo (Huila) será la encargada conforme a la Ley, de administrar directamente los servicios de acueducto y alcantarillado de los que trata el artículo anterior, así como de prestar el servicio de recolección de basuras.

“ARTÍCULO QUINTO: CESIÓN DE ZONAS Y ESCRITURAS DE CESIÓN: Además de la garantía de que trata el artículo anterior de esta Resolución, se deberá hacer por parte del Urbanizador una promesa de ceder al Municipio de Palermo (Huila), las áreas o zonas de terreno de uso público fijadas por el proyecto general aprobado para los Sectores I y II. Así mismo, la sociedad urbanizadora se obligará a responder por la calidad y buena ejecución de las Obras de Urbanismo aprobadas y construidas durante un lapso de tiempo de dos (2) años contados a partir de la fecha en la cual haya sido recibidas (sic) a satisfacción por el municipio de Palermo (Huila)” (fl. 185 a 190 c 1).

2. Mediante la Resolución No. 0043 del 23 de marzo de 1985, el municipio de Palermo (Huila) aceptó la modificación del área a urbanizar en el proyecto de urbanización de los sectores I y II de “El Porvenir” (fl. 11 c 1).

3. Entre los años 1986 y 1990, los demandantes adquirieron los predios ubicados en los sectores I y II de la Urbanización “El Porvenir”, en cuyas escrituras públicas de compraventa figura la cláusula quinta, en virtud de la cual las partes estipularon: “Que el inmueble lo vende con todas sus anexidades, usos, costumbres, servidumbres legales, mejoras y en forma especial se incluyen en la venta las obras de urbanización correspondientes a los servicios de luz, agua y alcantarillado, para cuyo desarrollo y ejercicio el comprador queda obligado a someterse y cumplir las normas y disposiciones que para tal efecto señalen y establezcan las autoridades respectivas”; los demandantes aportaron, en copia auténtica, las escrituras correspondientes a los predios de su propiedad y del folio de matrícula inmobiliaria:

	DEMANDANTE
	ESCRITURA
	FOLIO DE MATRÍCULA INMOBILIARIA

	Marco Antonio Vela
	No. 3079 del 16 de septiembre de 1986 (fl. 2 a 6 c 1)
	No. 200-0047775 (fl. 13 c 1)

	Belén Valenzuela Díaz
	No. 2471 del 9 de julio de 1988 (fl. 2 a 4 c 2)
	No. 200-0047695 (fl. 11 c 2)

	Olga Ruíz
	No. 3746 del 22 de noviembre de 1990 (fl. 2 a 4 c 3)
	No. 200-0047373 (fl. 11 c 3)

	Tiberio Montero Cedeño
	No. 2699 del 3 de septiembre de 1990 (fl. 2 a 4 c 4)
	No. 200-0047664 (fl. 5 c 4)

	Hernando Duque Ramos
	No. 1591 del 7 de mayo de 1988 (fl. 2 a 4 c 5)
	(No presentó)

	Nancy Murcia
	No. 4424 del 31 de diciembre de 1987 (fl. 3 a 5 c 6)
	No. 200-0047755 (fl. 20 c 6)

	María Digna Castro Aroca
	No. 3306 del 2 de octubre de 1986 (fl. 8 a 10 c 7)
	No. 200-0047779 (fl. 19 c 7)

	Rubiela Zambrano de Herrera
	No. 73 del 13 de enero de 1988 (fl. 1 a 3 c 8)
	No. 200-0047657 (fl. 13 c 8)

	Gloria Amparo Serrano e Israel Rojas Tafur
	No. 4174 del 13 de diciembre de 1991 (fl. 3 a 6 c 9)
	No. 200-0060542 (fl. 12 c 9)

	Hernando Rojas Bahamón
	No. 4423 del 31 de diciembre de 1987 (fl. 3 a 5 c 10)
	No. 200-0047693 (fl. 16 c 10)

	María Libia Perdomo Celis
	No. 5365 del 29 de diciembre de 1988 (fl. 3 a 5 c 11)
	No. 200-0047692 (fl. 15 c 11)

	Carmen Julia Díaz de Escobar
	No. 1414 del 29 de abril de 1986 (fl. 2 a 6 c 12)
	No. 200-0047673 (fl. 15 c 12)

	Armando Forero Forero
	No. 1590 del 7 de mayo de 1988 (fl. 3 a 5 c 12)
	No. 200-0047771 (fl. 13 c 13)

	José Alí Castro Alfaro
	No. 1985 del 31 de mayo de 1988 (fl. 1 a 3 c 14)
	No. 200-0047710 (fl. 10 c 14)


4. Durante la ejecución del proyecto de urbanización, la Cooperativa de Ahorro y Vivienda evidenció la imposibilidad financiera de realizar las obras correspondientes a la red de acueducto y alcantarillado que surtiría a la urbanización; en este sentido, el gerente de la Cooperativa en declaración rendida el 8 de mayo de 1996 ante el Tribunal a quo, en relación con este hecho afirmó:

“Cuando asumí el cargo de gerente encargado de la cooperativa encontré como principales problemas para el desarrollo de los proyectos Porvenir 1 y 2, vinculados a la inspección de Amborco, municipio de Palermo, la carencia de servicios públicos y la imposibilidad económica para asumir los costos de tales servicios debido a que la morosidad en la dotación de los mismos provocó la morosidad de los propietarios de muchos lotes en el pago de sus deudas para con la Cooperativa… Creo recordar que en la Resolución y en el proyecto presentado se establecía que el servicio de acueducto se prestaría por construcción de pozo profundo y tanque elevado, me parece. Pero diversos factores obligaron a que se desechara esa construcción y fue cuando se buscó la solución del problema a través del convenio entre Neiva y Palermo. Estas gestiones se realizaron a partir de la fecha en que fui encargado de la gerencia de la cooperativa. Algunas de las causas por las cuales no se posibilitaba la construcción del acueducto era dureza del subsuelo que es una roca supremamente inmanejable, por el altísimo costo que no podía sufragar la cooperativa en razón a que quienes en su gran mayoría adquirieron lotes a plazos, cesaron en sus pagos y colocaron a la cooperativa en una situación de iliquidez absoluta” (fl. 84 a 87 c 1).

5. En atención a los requerimientos que elevaron a la entidad territorial tanto la Cooperativa urbanizadora como los adquirentes de los predios, el municipio de Palermo realizó diversas conductas tendientes a obtener la prestación del servicio por parte de las Empresas Públicas de Neiva o la financiación necesaria para la construcción de la infraestructura de acueducto y alcantarillado para la urbanización, de lo cual dan cuenta los siguientes medios de prueba:

a. Oficio G.0160, emitido por las Empresas Públicas de Neiva en respuesta a la solicitud elevada por el señor Raúl Tibero Moreno Castro, gerente de la Cooperativa “El Porvenir”; en el mencionado documento se indicó:

“En relación con sus notas sobre la prestación del servicio de acueducto a inmuebles ubicados en el municipio de Palermo me permito informarle:

“1. Hasta el momento las Empresas Públicas de Neiva no han celebrado convenio alguno con el Municipio de Palermo por el suministro del servicio de acueducto a personas naturales y establecimientos comerciales.

“2. Desde hace algún tiempo se vienen adelantando gestiones a diferente nivel (sic), con autoridades municipales de Neiva y Palermo con el objeto de regular la prestación de tal servicio a inmuebles situados en la otra margen del río Magdalena. En la actualidad se tiene en mente celebrar una próxima reunión con el señor Alcalde y los Concejales del Municipio de Palermo, con tal objeto.

“3. La junta directiva de las Empresas Públicas en reunión del 14 de septiembre de 1989 autorizó que a los inmuebles que contaran con el servicio de acueducto en la otra márgen del río Magdalena, se les siguiera aplicando las tarifas más altas, vigentes en las empresas” (fl. 14 c 1).

b. Oficio enviado por el Alcalde del municipio de Palermo al gerente de las Empresas Públicas de Neiva, el 1 de noviembre de 1991; en el mencionado documento se señaló:

“Ante las dificultades de orden técnico y financiero y con el propósito de buscarle una solución adecuada a la permanente demanda del servicio de acueducto en nuestro sector de Praderas de Amborco, comedidamente solicito a usted, evaluar la posibilidad de proporcionar al municipio de Palermo una acometida colectiva de acueducto, con el fin de atender de inmediato los requerimientos que en estos momentos nos hacen los constructores de los Planes de Vivienda ‘El Porvenir’ y ‘Los Alpes’, cercanos a las instalaciones de la Electrificadora del Huila S.A., estación El Bote.

“De acuerdo a las evaluaciones de tipo técnico adelantadas en el sector, la demanda se atenderá si se nos permitiera la conexión de 10 pulgadas que al parecer tiene el municipio de Neiva cerca del antiguo puente Santander.

“Como es de su conocimiento estos planes urbanísticos no se han podido ejecutar por la dificultad que ha tenido el municipio de dotarlos del servicio de agua, a pesar de habérseles expedido las respectivas licencias de construcción desde hace 4 años” (fl. 13 a 14 c 7).

c. Constancia emitida por el Alcalde del municipio de Palermo, el 14 de febrero de 1991, mediante la cual se certificó que:

“… en el presupuesto de gastos para la actual vigencia fiscal existe una apropiación destinada a la Construcción del acueducto El Porvenir-Los Alpes por valor de diez millones de pesos ($10.000.000.oo), la que la fecha se encuentra libre de afectaciones” (fl. 15 c 1).

d. Acuerdo No. 009 del 29 de agosto de 1990, mediante el cual el Concejo Municipal de Palermo (Huila), autorizó al Alcalde de dicho municipio para que suscribiera un crédito de 30 millones de pesos para la “construcción Acueducto El Porvenir-Los Alpes” (fl. 92 a 93 c 1).

e. Declaración del señor Raúl Tiberio Moreno Castro, gerente de la Cooperativa urbanizadora, rendida el 8 de mayo de 1996 ante el Tribunal a quo; en relación con este hecho, el declarante afirmó:

“El municipio de Palermo, por su parte, adelantó diversas gestiones encaminadas a la dotación especialmente del acueducto y fue así como en Acuerdo Nro. 009 de 1990 concedió autorización a su alcalde municipal para contratar un préstamo por treinta millones de pesos para la construcción del acueducto El Porvenir-Los Alpes … el 8 de diciembre de 1990 se produjo el Acuerdo 021 del Concejo de Palermo que aprobó el presupuesto de rentas e ingresos y apropiaciones para gastos para 1991 en el cual se aprobó una partida numerada artículo 165 por la suma de diez millones para la construcción del acueducto Porvenir-Los Alpes … En 1991, Carlos Jairo Ramírez Rodríguez en su calidad de ingeniero contratado por el municipio de Palermo elaboró el Plan de Desarrollo Urbano de Amborco, necesario para que el municipio de Neiva, empresas públicas municipales de Neiva, dotara del servicio de acueducto a las viviendas de interés social situadas en Amborco. Dentro de esas posibilidades al folio 41 del citado trabajo conceptuó la posibilidad de la conexión directa de la red matriz del acueducto del municipio de Neiva con un posible tanque de compensación y almacenamiento y una red de distribución a un relativo bajo costo. Este plan fue presentado a consideración del Concejo Municipal de Palermo y aprobado en dos debates; pero al tercero y definitivo se opusieron algunos concejales alegando que ese convenio no era provechoso para Palermo porque en primer lugar iba a beneficiar esa urbanización, no a ciudadanos de Palermo, sino a ciudadanos foráneos, residentes en Neiva. En noviembre de 1991, el alcalde municipal de Palermo, Doctor Reniel Cerquera elevó solicitud al gerente de empresas públicas de Neiva pidiéndole retieradamente el suministro de agua para la urbanización de que vengo hablando y hasta la finalización del mandato del doctor Cerquera, en ese período, continuó en conversaciones tanto con la Cooperativa como con los propietarios de los lotes y las empresas públicas municipales de Neiva para buscar solución definitiva a la carencia absoluta de servicios públicos en la urbanización que indudablemente fue aprobada a la ligera por parte de la Alcaldía municipal de Palermo” (fl. 85 a 86 c 1).

6. En febrero de 1993, la Alcaldía Municipal de Palermo le indicó a la señora Olga Ruíz (demandante en este proceso), que la red de acueducto y alcantarillado definitivamente no sería construida con cargo al presupuesto del municipio; en la mencionada comunicación se señaló:

(…)

“ANTECEDENTES.

“1. Por Resolución No. 0136 de septiembre 11 de 1984, la Alcaldía municipal de Palermo, aprobó el proyecto urbanístico de loteo ‘El Porvenir’, sectores I y II. Se establecieron sus normas urbanísticas y se concedió la respectiva licencia de construcción.

(…)

“4.- Revisados los archivos de este Despacho se pudo constatar que no existe ningún acto o decisión similar que le confiere prórroga a los titulares de la licencia concedida por medio de la Resolución No. 0136 de septiembre 11 de 1984.

“5.- Por oficio del 5 de febrero del presente año y ante solicitud elevada por el suscrito, el señor Secretario de Obras Públicas del Municipio, Ingeniero Nelsón Castañeda, certificó que a la fecha, en el referido lugar solamente existen dos casas habitadas aisladas y dos sin terminar, lo que permite afirmar que no existe ninguna clase de urbanización, como se autorizara por medio de la referida Resolución No. 0136 de septiembre 11 de 1984.

“6.- La señora Olga Ruíz, presuntamente propietaria de un lote situado en la ‘Urbanización El Porvenir. Sector I, Inspección de Amborco, Jurisdicción de este municipio’ solicitó ante este despacho, por medio del escrito de enero 21 del presente año, previos algunos razonamientos jurídicos y fácticos, se procediera a ordenar por parte de este Despacho ‘se le instalen los servicios en el lote de su propiedad’.

(…)

“Los anteriores pronunciamientos de la Corte Constitucional, son consecuentes con lo ordenado por el Artículo 85 de la Carta Política que taxativamente enumera los derechos de aplicación inmediata, excluyendo el citado derecho a la vivienda digna que poseen todos los colombianos.

“Ahora, entrando en el campo del órden legal vigente, tenemos que aunque la Ley 9 de 1989, en su artículo 47 establece el derecho de toda persona o grupo de personas a solicitar y obtener los servicios públicos de acueducto y alcantarillado, energía eléctrica, gas, recolección de basuras y teléfono para su vivienda, también es cierto que le permite al municipio negar el otorgamiento de tales servicios por razones de carácter técnico.

“Pues bien, según concepto de la Secretaría de Obras Públicas, no es posible técnicamente ofrecer tales servicios a la propietaria, por cuanto en primer lugar donde se encuentra el lote no constituye un asentamiento, adicionalmente porque es antitécnico e irracional construir una red de servicios, para beneficiar a una o pocas personas, pues de lo contrario cuales quier (sic) particular en un sitio apartado del perímetro urbano, pudiera construir su vivienda y el Estado en este evento el municipio estaría en la obligación de prestarle la totalidad de los servicios públicos de que trata la Ley” (fl. 18 a 20 c 1).

3.- Lo que se debate.

En el presente caso concreto, la parte actora alega haber sufrido un perjuicio por la omisión del municipio de Palermo consistente en la no construcción de la red de acueducto necesaria para el abastecimiento de agua potable y evacuación de las aguas servidas en los sectores I y II de la Urbanización “El Porvenir”, lugar en el cual los demandantes habían adquirido predios y proyectado la realización de sus viviendas; por su parte, la entidad territorial demandada afirmó que esa obligación se encontraba radicada en cabeza de la Cooperativa de Ahorro y Vivienda “El Porvenir”, urbanizadora del proyecto y llamada en garantía en este proceso, en virtud de lo dispuesto en la licencia mediante la cual se autorizó la urbanización en cuestión.

El Tribunal a quo consideró que la obligación de construir la red de acueducto y alcantarillado en la urbanización “El Porvenir” le correspondía a la Cooperativa urbanizadora atendiendo el tenor de la licencia otorgada por el municipio de Palermo; sin embargo, señaló que la entidad territorial demandada tenía la obligación de vigilar el cumplimiento de lo dispuesto en el mencionado acto administrativo pero que la acción resarcitoria por el incumplimiento de la mencionada obligación caducó al cabo de dos años de terminada la vigencia de la licencia de construcción, esto es en marzo de 1989, fecha anterior a la época de presentación de las demandadas (entre abril y diciembre de 1993).

Los demandantes recurrieron la sentencia de primera instancia por considerar que las obligaciones del municipio en materia de provisión de la red de acueducto y alcantarillado no caducan, puesto que, en su criterio, se estaría en presencia de un daño continuado razón por la cual solicitan que en esta instancia se revoque la sentencia del Tribunal a quo. 

En este orden de ideas, a la Sala le corresponde determinar si en el presente caso operó el fenómeno de caducidad de la acción de reparación directa, para luego analizar las obligaciones de la entidad territorial en materia de provisión de infraestructura del servicio público de acueducto y alcantarillado.

4.- La caducidad de la acción procedente.
Como aspecto previo, la Sala debe ocuparse de examinar el tema de la caducidad de la acción, en razón a que si bien el Tribunal a quo consideró que en el presente caso concreto la demanda fue presentada en los términos que establece la ley para tal efecto, resulta necesario establecer si se configuró dicho fenómeno en tanto esa circunstancia impediría analizar los demás requisitos de la demanda en referencia y decidir el fondo del asunto objeto del recurso de apelación.

El artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, vigente tanto para la época en la cual ocurrieron los hechos que dieron lugar a la formulación de la respectiva demanda de reparación directa, como incluso en el momento en el cual se presentaron las demandas de la referencia
, establecía que la acción de reparación directa caducaría al vencimiento del plazo de 2 años contados a partir del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajos públicos. 

Aún cuando la jurisprudencia de la Sala es pacífica y coherente en cuanto a la naturaleza jurídica de la caducidad
 y a su estrecha relación con el principio de la seguridad jurídica, no es menos cierto que su cómputo debe analizarse a partir de los hechos que le son presentados en cada caso concreto; la dificultad de su determinación radica en la multiplicidad de posibilidades que engloba la expresión “acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa”. Para paliar la mencionada dificultad la jurisprudencia de la Sala ha establecido algunos mecanismos que permiten equilibrar la relación entre el respeto del principio de la seguridad jurídica, fundamento de la regla de la caducidad de las acciones judiciales y la garantía del derecho fundamental de acceso a la Administración de Justicia
. 

Por lo anterior, la jurisprudencia de la Sala ha decantado algunas reglas en torno al cómputo del referido fenómeno; así en reciente sentencia se afirmó:

“De la jurisprudencia que se ha citado, para la Sala resulta evidente que la interpretación de la regla consagrada en el artículo 136 del C.C.A., según la cual la caducidad de la acción de reparación opera al cabo de transcurridos “dos (2) años, contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquiera otra causa”, se debe entender en el sentido de la concurrencia de dos situaciones: el acaecimiento del hecho y el conocimiento por parte de la persona que considera afectados sus derechos por el hecho, omisión u operación administrativa. 

“En caso de que ambas situaciones se presenten de manera concomitante, el término de caducidad se contará a partir de la ocurrencia, en caso contrario se deberá tener en cuenta la fecha en que la presunta víctima tuvo conocimiento del hecho, omisión u operación administrativa. 

“De esta regla general la jurisprudencia ha derivado algunas subreglas –que se expondrán a título enunciativo– atinentes al momento a partir del cual puede considerarse que la supuesta víctima tuvo conocimiento del hecho dañoso, es decir, momento a partir del cual el daño se consolidó: i) en caso de falla del servicio médico-asistencial, el término de caducidad se contará a partir del diagnóstico definitivo; ii) en materia de falla del servicio judicial, el fenómeno de la caducidad ocurre transcurridos dos años desde la ejecutoria de la providencia que deja sin fundamento jurídico la medida de privación de la libertad o que ordena el levantamiento de las medidas cautelares sobre bienes muebles e inmuebles; iii) cuando la demanda de reparación directa tenga por objeto la declaratoria de responsabilidad patrimonial del Estado por actos que constituyan desaparición forzada, el término de caducidad comenzará a contarse a partir de la aparición de la persona o desde la fecha de ejecutoria de la sentencia penal, tal como lo establece el artículo 7 de la Ley 589 de 2000; iv) en materia de ocupación de bienes inmuebles, el término de caducidad de la acción comenzará a transcurrir desde el momento en que finalice la obra pública o desde la inscripción de la limitación al derecho de propiedad en el correspondiente folio de matrícula inmobiliaria; y, v) en punto a la caducidad de la acción de grupo, el término se contará a partir del conocimiento del daño por parte de la víctima o desde que la actividad dañosa haya cesado, lo cual se deberá determinar en cada caso concreto para los integrantes del grupo.

“De la misma manera, el cómputo del término de caducidad debe partir de la distinción fundamental entre daño continuado y daño instántaneo, teniendo en cuenta que no se puede confundir la ocurrencia del daño con la proyección de sus efectos en el tiempo.

“Lo anterior no obsta para que el Juez de lo Contencioso Administrativo determine, a la luz de los hechos que le son presentados en la demanda, el momento en que la víctima tuvo conocimiento del hecho dañoso”
.
En el presente caso concreto, el análisis de la fecha a partir de la cual se debe contar el término de la caducidad de la acción de reparación directa puede partir de cuatro hipótesis distintas, por lo tanto de cuatro momentos diferentes, dependiendo del punto de vista con que se enfoque el hecho dañoso, a saber:

4.1.- Primera hipótesis: el hecho dañoso lo constituyó la omisión de la realización del acueducto en vigencia de la Resolución No. 0136 del 25 de junio de 1984.

Si, como lo pretendieron los demandantes, el hecho dañoso lo constituyó la omisión en la ejecución del acueducto durante la vigencia de la Resolución No. 0136 del 11 de septiembre de 1984, modificada por la Resolución No. 0043 del 23 de marzo de 1985, las cuales establecían un término máximo de construcción del proyecto de urbanización “El Porvenir” de dos años a partir de la expedición de los referidos actos administrativos; el término de caducidad de la acción empezó a correr a partir del 24 de marzo de 1985 y expiró el 24 de marzo de 1987.

En este orden de ideas, teniendo en cuenta que las demandas fueron presentadas entre abril y diciembre de 1993, la acción de reparación directa habría caducado.

Se debe tener en cuenta, sin embargo, que como se indicó de manera específica en el artículo cuarto de la referida Resolución No. 0136 del 11 de septiembre de 1984, durante la vigencia de la licencia de urbanización la obligación de realizar las obras de infraestructura correspondientes a la red de acueducto y alcantarillado recaían en el urbanizador y no en la Administración municipal, razón por la cual no se podrá tener en cuenta este momento para determinar la ocurrencia del hecho dañoso alegado por los demandantes y, por lo tanto, de la caducidad de la acción de reparación directa.

4.2.- Segunda hipótesis: el hecho dañoso lo constituyó la omisión de la Administración en ejecutar la garantía de ejecución del proyecto contemplada en el artículo quinto de la Resolución No. 0136 del 11 de septiembre de 1984.

Esta hipótesis de la ocurrencia del hecho dañoso fue adoptada por el Tribunal a quo para declarar probada la excepción de caducidad de la acción de reparación directa; en este entendido, la Administración municipal, afirmó el fallador de primera instancia, tenía la obligación de velar por el cumplimiento de lo establecido en la licencia de urbanización del proyecto El Porvenir, puesto que dentro de dicha obligación se incluía la de ejecutar la garantía que tuvo que prestar el urbanizador de realizar la obra en el plazo establecido en la Resolución No. 0136 del 11 de septiembre de 1984. 

Esta garantía, contemplada en los artículos 4 y 5 del acto administrativo referido, transcritos en el acápite de pruebas, buscaba amparar la calidad de las obras de equipamiento urbano ejecutadas por el urbanizador por un término de dos años que se contarían a partir de la entrega de las obras al municipio.

En criterio del Tribunal a quo, contados dos años desde la expiración de la licencia de urbanización culmina el término de caducidad de la acción de reparación directa; en este sentido, el fallador de primera instancia consideró que:

“… bajo este supuesto, la acción se halla caducada, pues el plazo de los dos años empezó a correr el día siguiente del 11 de septiembre de 1987 venciéndose por tanto el 12 de septiembre de 1989 y para cuando se presentaron las demandas ésta fecha ya había pasado” (fl. 450 c ppal). 

Para la Sala, el término de caducidad de la acción de reparación directa en el presente caso concreto no puede contarse a partir de este momento, por las razones que se pasarán a exponer.

En primer lugar, se debe tener en cuenta lo atinente a las obligaciones que le competían al municipio en materia de control urbanístico, tanto bajo la vigencia de la legislación anterior a la Ley 9 de 1989, como antes de ella. Al respecto es necesario señalar que las llamadas licencias urbanísticas no generan la obligación, a cargo de la Administración Pública, de garantizar la ejecución de las obras que mediante ellas se autorizan, sino que establecen un marco concreto de actuación del urbanizador o constructor para el ejercicio del ius edificandi con el fin de verificar su adecuación al ordenamiento urbanístico vigente –el cual incluye normas de carácter técnico relativas a sismoresistencia, altura, paramentos, provisión de equipamientos públicos, redes de servicios públicos y usos del suelo, entre otras–.

A manera de ejemplo
, se puede traer a colación la Ley 88 de 1947, puesto que en el artículo 3 de dicha norma se dispuso:

“Artículo 3o.- Los concejos municipales dictarán las providencias necesarias para que las nuevas construcciones urbanas no perjudiquen la alineación de las calles ni el plano de urbanización general.

“Los municipios cuya población urbana sea o exceda de diez mil (10.000) habitantes exigirán la presentación o aprobación previa de planos de las edificaciones que en lo sucesivo sean autorizadas”.
En la misma dirección, también a manera de ejemplo, la Ley 9 de 1989 estableció la regla general de obtención previa de licencia para la urbanización, parcelación, construcción y obras complementarias:

“Artículo 63. Para adelantar obras de construcción, ampliación, modificación, adecuación y reparación, demolición de edificaciones o de urbanización y parcelación para construcción de inmuebles, de terrenos en las áreas urbanas, suburbanas, y rurales de los municipios, se requiere permiso o licencia expedido por los municipios, áreas metropolitanas, del Distrito Especial de Bogotá o de la Intendencia de San Andrés y Providencia. El funcionamiento de establecimientos comerciales, industriales, institucionales, administrativos y de servicios requerirá de licencia de uso y funcionamiento expedido por las mismas. Las entidades enumeradas en el inciso anterior tendrán un término máximo de noventa (90) días hábiles para pronunciarse sobre las solicitudes de otorgamiento de las licencias de urbanización y construcción y de cuarenta y cinco (45) días para las licencias de uso y funcionamiento contados desde la fecha de la solicitud. Vencidos los plazos anteriores sin que la autoridad se hubiere pronunciado, las solicitudes de licencias se entenderán aprobadas en los términos solicitados pero en ningún caso en contravención a las normas que regulen la actividad. El plazo en el caso de las licencias de construcción podrá prorrogarse hasta en la mitad del mismo, mediante resolución motivada, por una sola vez, cuando el tamaño o la complejidad del proyecto lo ameriten. La invocación del silencio administrativo positivo se someterá al procedimiento previsto en los artículos 41 y 42 del Decreto-Ley 1 de 1984”.

A ello agregó un régimen de sanciones urbanísticas que sería posteriormente desarrollado de manera integral por la Ley 388 de 1997, modificada por la Ley 810 de 2003.

De lo anterior se colige, sin mayor dificultad, que la obligación de inspección y vigilancia que le compete a los municipios en materia urbanística reviste dos modalidades: i) un control previo que se realiza mediante el otorgamiento de las licencias que soliciten los particulares interesados, en cuyo caso se deberá hacer un análisis de la viabilidad técnica, jurídica y urbanística del proyecto, tomando como base el Plan de Ordenamiento Territorial –donde lo hubiere– y de los instrumentos de planificación intermedia por parte de la autoridad urbanística, trátese del municipio o de los curadores urbanos a partir de la entrada en vigencia de la Ley 388 de 1997; y, ii) un control posterior de verificación de la adecuación de las actividades que desarrollen los beneficiarios de la licencia a lo contenido en el acto autorizatorio y, en casos como el contemplado en la Resolución No. 0136 del 11 de septiembre de 1984, de verificación del cumplimiento de las disposiciones técnicas relativas a la estabilidad de las obras de provisión de redes de servicios públicos que efectivamente construya el particular.  

Sin embargo, la entidad territorial no podrá obligar al particular a ejecutar la obra en un tiempo determinado; la disciplina urbanística lo que busca es garantizar que las obras efectivamente construídas cumplan con lo dispuesto en el acto administrativo autorizatorio y en las normas generales que le dan sustento, de allí que el ordenamiento jurídico contemple una vigencia específica para este tipo de actos administrativos, después de la cual no se podrá realizar el proyecto urbanístico aprobado por la licencia urbanística.

En este orden de ideas, la garantía cuya obligatoria constitución se estableció en los artículos 4 y 5 de la Resolución No. 0136 del 11 de septiembre de 1984, no buscaba amparar la efectiva realización de las obras sino la estabilidad de las mismas y su adecuación a las normas técnicas que regían su construcción, por ello es que la fecha a partir de la cual se contaría la vigencia de dos años de la referida garantía era la de la entrega de las obras al municipio y no se encontraba atada a la vigencia propia de la licencia de urbanización.

Por lo tanto, la pretendida omisión en la construcción de la red de acueducto y alcantarillado que se le quiere endilgar a la entidad territorial demandada, no pudo surgir de la no ejecución de la garantía contemplada en la Resolución No. 0136 del 11 de septiembre de 1984, por cuanto dicha obligación nunca surgió al no haber sido construidas las obras ni tampoco, como es evidente, entregadas a la Administración para velar por su estabilidad. De la misma manera, no se puede entender que surgió obligación alguna para la entidad demandada consistente en vigilar la realización de unas obras cuya construcción nunca se inició.

Así las cosas, la Sala encuentra que no le asistió razón al Tribunal a quo al declarar la caducidad de la acción incoada en cuanto tomó como fecha inicial para su cómputo la fecha de una obligación que no surgió para la entidad territorial demandada.

4.3.- Tercera hipótesis: el hecho dañoso lo constituye la omisión del municipio de Palermo de construir la red de acueducto y alcantarillado en la urbanización “El Porvenir”, omisión que generó un daño continuado.

En su escrito de apelación, los demandantes afirmaron que la omisión que se le pretende imputar a la entidad territorial demandada constituyó un daño de tracto sucesivo o continuado, en el entendido de que las obligaciones constitucionales en materia de prestación de servicios públicos no prescriben y que el daño “ha sido entonces permanente y, en consecuencia, la responsabilidad del municipio demandado mal puede haber caducado ni prescrito por el simple transcurrir de varios años. Al contrario, día a día se actualiza y acrecienta esa responsabilidad hasta cuando resuelva la situación de irregularidad en la urbanización, apelando a las normas legales que lo facultan para hacerlo” (fl. 454 c ppal).

Al respecto cabe reiterar la jurisprudencia ya citada de la Sala en punto a los conceptos de daño instantáneo y daño continuo o de tracto sucesivo, según la cual:

“… no todos los daños se constatan de la misma forma en relación con el tiempo; en efecto, hay algunos, cuya ocurrencia se verifica en un preciso momento, y otros, que se extienden y se prolongan en el tiempo. En relación con los últimos, vale la pena llamar la atención a la frecuente confusión entre daño y perjuicio que se suele presentar; de ninguna manera, se puede identificar un daño que se proyecta en el tiempo como por ejemplo la fuga constante de una sustancia contaminante en un río, con los perjuicios que, en las más de las veces, se desarrollan e inclusive se amplían en el tiempo, como por ejemplo, los efectos nocivos para la salud que esto puede producir en los pobladores ribereños.
.

“En desarrollo de esto, la doctrina ha diferenciado entre (1) daño instantáneo o inmediato; y (2) daño continuado o de tracto sucesivo; por el primero se entiende entonces, aquél que resulta susceptible de identificarse en un momento preciso de tiempo, y que si bien, produce perjuicios que se pueden proyectar hacia el futuro, él como tal, existe únicamente en el momento en que se produce. A título de ejemplo puede citarse la muerte que se le causa a un ser humano, con ocasión de un comportamiento administrativo” (negritas de la Sala)
.

En el presente caso concreto se evidencia que en un primer momento, desde la expedición de la licencia de urbanización, mediante la Resolución No. 0136 del 11 de septiembre de 1984 hasta su expiración, dos años después de la Resolución No. 0043 del 23 de marzo de 1985, modificatoria de la primera, la obligación de construir la red de alcantarillado y acueducto en la Urbanización “El Porvenir” se encontraba en cabeza de la Cooperativa de Ahorro y Vivienda “El Porvenir”, por cuanto así se dispuso en los referidos actos administrativos en concordancia con lo dispuesto en la Ley 68 de 1968; en esta hipótesis el pretendido hecho dañoso nacería a partir del momento en que expiró la autorización emitida por la Administración municipal para realizar el objeto de la misma, es decir a partir del 24 de marzo de 1987.

En criterio de los demandantes, el hecho dañoso se habría prolongado en el tiempo desde ese instante hasta el momento en que se construya efectivamente la red de acueducto y alcantarillado. Sin embargo, la Sala encuentra que este hecho no se enmarca dentro de lo que se ha denominado daño continuado, por cuanto desde esta perspectiva el pretendido hecho dañoso se habría consolidado a partir del momento en que los interesados en la realización de la infraestructura conocieron de manera definitiva que la Administración no asumiría la construcción de la obra, independiente del hecho de que los perjuicios causados por el mencionado hecho se pudieren proyectar en el tiempo, lo que permite identificar una cuarta hipótesis. 

4.4.- Cuarta hipótesis: el hecho dañoso se habría consolidado a partir del momento en que el municipio de Palermo informó a los propietarios que no era “técnicamente posible” la construcción de la referida red de acueducto y alcantarillado.

En el expediente se encuentra acreditado que mediante un oficio del 17 de febrero de 1993, enviado a la señora Olga Ruíz (demandante en este proceso), el municipio de Palermo le comunicó a la peticionaria la “imposibilidad técnica” de realizar la obra, “por cuanto en primer lugar donde se encuentra el lote no constituye un asentamiento, adicionalmente porque es antitécnico e irracional construir una red de servicios, para beneficiar a una o pocas personas, pues de lo contrario cuales quier (sic) particular en un sitio apartado del perímetro urbano, pudiera construir su vivienda y el Estado en este evento el municipio estaría en la obligación de prestarle la totalidad de los servicios públicos de que trata la Ley”. 

Ese documento fue conocido por todos los demandas puesto que lo aportaron al proceso en sus diferentes demandadas, tal y como consta a folios 20 c 1, 14 c 2, 19 c 3, 18 c 4, 17 c 5, 15 c 6, 17 c 7, 16 c 8, 15 c 9, 20 c 10, 18 c 11, 18 c 12, 20 c 13 y 13 c 14.

Así las cosas, teniendo en cuenta que en el expediente obran medios de prueba que indican que entre los años 1987 y 1993, la entidad territorial demandada realizó diversas conductas tendientes a la consecución de financiación y la suscripción de convenios tendientes tanto a la construcción de la red de acueducto y alcantarillado como a la prestación del servicio por parte de las Empresas Públicas de Neiva, para la Sala el momento en que se consolidó definitivamente el daño alegado en cabeza de los demandantes fue el 17 de febrero de 1993, fecha en la cual el municipio de Palermo comunicó a los interesados la no realización de las obras de servicios públicos domiciliarios referidas. 

En este entendido, la caducidad de la acción de reparación directa se habría configurado el 17 de febrero de 1995, en concordancia con lo establecido en el inciso 3 del artículo 136 del C.C.A., en la redacción vigente al momento de la ocurrencia de los hechos objeto de la demanda que ahora se decide en segunda instancia, a cuyo tenor: “La de reparación directa caducará al vencimiento del plazo de dos (2) años, contados a partir del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajos públicos”.

Dado que las demandas que ahora se deciden en segunda instancia fueron presentadas entre abril y diciembre de 1993 y que la caducidad de la acción no se podría entender configurada sino hasta el 17 de febrero de 1995, hay lugar a concluir entonces que las demandas fueron presentadas en tiempo, razón por la cual la Sala modificará en este punto la sentencia proferida por el Tribunal a quo. 

5.- Las obligaciones de las entidades territoriales en materia de infraesfructura de servicios públicos domiciliarios, particularmente del servicio público de acueducto y alcantarillado.

La prestación de los servicios públicos constituye una de las bases sobre las cuales se construyó el derecho administrativo, ya fuere en consideración al carácter de fundamento de su existencia –de todos conocido a partir de los postulados de la Escuela de los servicios públicos, cuyos principales representantes fueron León Duguit y Gaston Jèze– o bien como una actividad típica a cargo del Estado
; no se puede dudar de su importancia en la construcción del derecho administrativo colombiano, fuertemente influído por esta concepción solidarista del Derecho. Más allá del debate en torno a la pretendida crisis de la noción de servicio público como fundamento del Derecho Administrativo, lo cierto es que en la actualidad se perfila como una de las actividades administrativas típicas –aun cuando ello no implique forzosamente la verificación del ejercicio de la función administrativa–, cuyo cumplimiento se identifica con los fines del Estado Colombiano
.

La transformación que operó la Constitución Política adoptada en 1991, tiene que ver con dos elementos: por un lado en el artículo 365 constitucional se estableció sin ambages que los servicios públicos, en particular los que se denominan domiciliarios, “son inherentes a las finalidades del Estado”, sin embargo, por otro lado, se estableció un viraje esencial en torno a las competencias relativas a la prestación de los mencionados servicios públicos, puesto que mientras en el régimen vigente con anterioridad a la expedición de la Constitución Política en 1991, dicha prestación en cuanto se refiere a los domiciliarios se encontraba a cargo, fundamentalmente, de entidades públicas –en una especie de monopolio estatal–, lo cierto es que a partir de la entrada en vigencia de la Carta Política que hoy rige en el país, se determinó que la totalidad de los servicios públicos –incluidos los domiciliarios– “… podrán ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades organizadas o por particulares”, facultades que, sin duda, comportan un cambio significativo en cuanto a la concepción misma de la organización requerida para la asunción de tales responsabilidades y, por su puesto, en cuanto a los sujetos activos que las pueden asumir.

Sin perjuicio de lo anterior, conviene poner de presente que la misma norma constitucional en cita (artículo 365) también precisó, de manera imperativa y categórica, que “[e]n todo caso, el Estado mantendrá la regulación, el control y la vigilancia de dichos servicios”, al tiempo que contempló las hipótesis de que “… por razones de soberanía o de interés social, el Estado, mediante ley aprobada por la mayoría de los miembros de una y otra cámara, por iniciativa del Gobierno” pueda “reservarse determinadas actividades estratégicas o servicios públicos”, casos en los cuales agregó la obligación de “indemnizar previa y plenamente a las personas que, en virtud de dicha ley queden privadas del ejercicio de una actividad lícita”. 

De la misma manera conviene destacar que la Constitución Política (artículo 367) defirió a la Ley la facultad de fijar “… las competencias y responsabilidades relativas a la prestación de los servicios públicos domiciliarios, su cobertura, calidad y financiación, y el régimen tarifario que tendrá en cuenta además de los criterios de costos, los de solidaridad y redistribución de ingresos”. 

En desarrollo de las facultades expresamente atribuidas por la Constitución Política, la ley –en especial la distinguida con el No. 142– se ocupó de regular con detalle los aspectos relacionados con la titularidad de la prestación de los servicios públicos domiciliarios al señalar cuáles son las personas encargadas
 de dicha prestación en un esquema que de manera general se caracteriza por la libre competencia cuando ello sea procedente y/o mediante la creación de empresas especialmente dedicadas a ello, las cuales deben ejercer su actividad en condiciones de igualdad respecto de los particulares o directamente en aquellos casos en que no exista iniciativa privada (tal y como se desprende del artículo 6 de la Ley 142 de 1994).

Así, el ordenamiento jurídico colombiano, a partir de los postulados constitucionales, determinó un sistema de distribución de competencias para garantizar el adecuado funcionamiento de los servicios públicos –incluyendo los de tipo domiciliario, tal como el que ocupa la atención de la Sala en esta oportunidad–; de esta manera, en los términos de los artículos 5
 y 6
 de la Ley 142 de 1994, se fijaron las competencias de los municipios en cuanto a la prestación de los referidos servicios públicos domiciliarios –esto es los de “acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica y telefonía pública básica conmutada–, así como les fue asignada la responsabilidad de generar las condiciones necesarias para la adecuada prestación de  tales servicios en cuanto a su fiscalización por parte de los usuarios, otorgamiento de subsidios, nomenclatura, estratificación de los predios beneficiarios y disposición de inversiones para realizar todas las anteriores, al tiempo que se regularon las hipótesis en las cuales los propios municipios podrían y/o deberían asumir, de manera directa, la prestación de uno o varios de tales servicios públicos domiciliarios.

Por su parte, a los Departamentos les fue asignada la competencia de coordinar a las personas encargadas de la prestación de los servicios públicos en su respectivo territorio, así como prestar el apoyo financiero, técnico y administrativo a los prestadores de  tales servicios (artículo 7 de la Ley 142 de 1994).

Finalmente, por un lado, el artículo 8 de la mencionada Ley 142 de 1994 le atribuyó a la Nación la competencia para gestionar los bienes que son de su propiedad, la aplicación de políticas públicas nacionales para garantizar la adecuada prestación de los servicios públicos domiciliarios y, por el otro, las actividades de inspección, vigilancia y control en el marco de la prestación de los mencionados servicios públicos mediante las Comisiones de Regulación.

En este orden de ideas, la competencia para la adecuada prestación de los servicios públicos domiciliarios y de todas las actividades conexas –en las que se incluyen la inspección, vigilancia y control pero también la de construcción y mantenimiento de las redes– se debe analizar en cada caso concreto, atendiendo las diferentes competencias atribuidas por la Constitución y la ley a las distintas entidades territoriales y a la Nación, bajo el entendido de que cada autoridad administrativa tiene establecido un ámbito particular de intervención en la actividad.

Por lo anterior, la Sala al resolver un caso en el cual se discutía la responsabilidad extracontractual de una empresa prestadora de servicios públicos afirmó:

“Por todo lo dicho, la Sala concluye que la Constitución de 1991 significó un gran cambio en cuanto se refiere a la concepción de los servicios públicos, pues reconoce que el Estado y los particulares pueden concurrir, en condiciones de libre competencia, a su prestación, sin que ello signifique que renuncie a su condición de director general de la economía y garante del cumplimiento de la función social de la propiedad
. En este sentido. Siguiendo al doctor Chaín Lizcano, se reitera:

“Los servicios públicos se sustraen del esquema de administración pública, de función pública, de servicio público como responsabilidad estatal, para trasladarse al campo de la economía general, en donde el Estado cumple con respecto a ellos, su papel regulador, fundamentado en las atribuciones que le confieren, entre muchas otras normas constitucionales, los artículos 333 y 334 de la Constitución Política. (...) Como la intervención debe cumplirse en relación con todo el proceso económico, o como dice la Constitución “en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados...” no hay duda que el Constituyente de 1991, estructuró con relación a los servicios públicos domiciliarios, un esquema específico o particular de intervencionismo, caracterizado por los elementos y componentes institucionales anteriormente descritos, por lo que resulta válido afirmar que en adelante, la aproximación conceptual al tema de los servicios públicos no puede hacerse con fundamento en la ecuación que equipara servicio público a función pública, sino desde la perspectiva de que corresponden al concepto de bienes de mercado, sometidos en su desempeño a las leyes del mercado, en donde el Estado actúa (interviene) para racionalizar su prestación en la búsqueda del mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes y la distribución equitativa de las oportunidades.” 
  (se resalta)

“Así, la prestación de los servicios públicos domiciliarios no es considerada, de manera general, como función pública, y será necesario determinar, en cado caso concreto, si la actividad que dio lugar a la controversia es de aquéllas que puede ser considerada como pública. 

“Retomando el asunto inicial y a manera de síntesis, la Sala precisa, entonces, que, en cuanto tiene que ver con la definición de las denominadas “controversias contractuales”, existen normas generales que atribuyen su conocimiento a la jurisdicción contencioso administrativa, si su origen es un contrato estatal (artículo 75 de la Ley 80 de 1993), y existen casos especiales, como el de los servicios públicos domiciliarios, en los que, en virtud de los artículos 19.15, 31 y 32, entre otros, de la ley 142, será necesario remitirse a los artículos 16 del C.P.C. y 82 del C.C.A. para establecer si, de acuerdo con lo allí dispuesto, la controversia es de competencia de la mencionada jurisdicción. 

“Tratándose de la responsabilidad extracontractual, derogado el artículo 31del Decreto 3130 de 1968, que establecía la competencia de manera clara, no existe una norma legal expresa; por ello, es menester acudir, en orden a definir los asuntos que son de conocimiento de esta jurisdicción, al artículo 82 del C.C.A., como aquí se ha hecho, para establecer, en cada caso, si se trata de una controversia o litigio administrativo, de acuerdo con lo aquí expuesto. 

“En el subjudice, la controversia surge por los daños causados a un particular como consecuencia de la falta de mantenimiento de unos cables telefónicos, por lo que no se presenta el ejercicio de una prerrogativa exorbitante del Estado que corresponda al ejercicio del poder público; en consecuencia, la controversia que se está planteando no es, de acuerdo con el art. 82 C.C.A., competencia de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, sino que la misma debe ser resuelta por la jurisdicción ordinaria, conforme al artículo 16 del C.P.C.”
.
La Corporación ha considerado que “[l]a prestación del servicio de acueducto es responsabilidad primerísima de  los municipios”
, afirmación que encuentra su sustento normativo en los artículos 365 y 366 de la Constitución Política, 3.5 de la Ley 136 de 1994 y 5.1 de la Ley 142 de 1994, cuyo tenor literal es el siguiente:
“Artículo 365. Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado. Es deber del Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional.

“Los servicios públicos estarán sometidos al régimen jurídico que fije la ley, podrán ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades organizadas, o por particulares. En todo caso, el Estado mantendrá la regulación, el control y la vigilancia de dichos servicios. Si por razones de soberanía o de interés social, el Estado, mediante ley aprobada por la mayoría de los miembros de una y otra cámara, por iniciativa del Gobierno decide reservarse determinadas actividades estratégicas o servicios públicos, deberá indemnizar previa y plenamente a las personas que en virtud de dicha ley, queden privadas del ejercicio de una actividad lícita..

“Artículo 366. El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población son finalidades sociales del Estado. “Será objetivo de su actividad la solución de las necesidades insatisfechas de salud, de educación, de saneamiento ambiental y de agua potable.

“Para tales efectos, en los planes y presupuestos de la nación y de las entidades territoriales, el gasto público social tendrá prioridad sobre cualquier otra asignación.

Ley 136 de 1994 
Artículo 3o. Funciones. Corresponde al municipio. 

(...)

5. Solucionar las necesidades insatisfechas de salud, educación, saneamiento ambiental, agua potable,  servicios  públicos  domiciliarios, vivienda, recreación  y deporte, con especial énfasis en la niñez, la mujer, la tercera  edad y  los   sectores discapacitados, directamente y, en concurrencia, complementariedad y coordinación con las demás entidades territoriales y la Nación, en los términos que defina la ley.
Ley 142 de 1994

“Artículo 5. Competencia de los municipios en cuanto a la prestación de los servicios públicos. 

“Es competencia de los municipios en relación con los servicios públicos, que ejercerán en los términos de la ley, y de los reglamentos que con sujeción a ella expidan los concejos:

“5.1. Asegurar que se presten a sus habitantes, de manera eficiente, los servicios domiciliarios de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica y telefonía pública básica conmutada, por empresas de servicios públicos de carácter oficial, privado o mixto, o directamente por la administración central del respectivo municipio en los casos previstos en el artículo siguiente”.
Ahora bien, en el marco de la prestación de los servicios públicos domiciliarios resulta necesario distinguir entre las obligaciones que se derivan de la prestación efectiva del servicio de aquellas relativas a la construcción y/o mantenimiento de la infraestructura necesaria para su adecuada prestación. Dado que en el presente caso concreto, lo que se debate es el incumplimiento de la segunda obligación, las presentes consideraciones girarán específicamente en torno a ese específico asunto.

La Ley 66 de 1968 reguló lo relativo a la inspección y vigilancia de la actividad de enajenación de inmuebles para vivienda y la obtención de créditos con esa finalidad y en cuanto a las obligaciones en materia de servicios públicos en el marco de dichas actividades, se dispuso en los artículos 10 y 32 lo siguiente:

“Artículo 10º.- La obligación de ejecutar las obras de urbanismo y de dotar a los inmuebles que se enajenen o prometan enajenar de los servicios públicos exigidos por las autoridades distritales o municipales en los planes o programas a que se refiere la presente Ley, no podrá descargarse en los adquirientes o transmitirse a terceros, salvo cuando se trate de contratos celebrados con otra persona dedicada a la misma actividad y ambos se hallen inscritos ante el Superintendente Bancario, en los términos del artículo 3 de esta Ley o cuando se trate de enajenar el terreno en bruto como un todo y no como parte de un plan de urbanización.

“Artículo 34º.- Las entidades distritales y municipales encargadas del desarrollo urbanístico prestarán cooperación a las urbanizaciones adelantadas de acuerdo con las normas establecidas antes de la vigencia de la presente Ley y podrán dotarlas de los servicios públicos correspondientes cobrando a los adjudicatarios de lotes o de casas, por cuotas, el valor de las obras respectivas”.

Como se puede anotar, la Ley 68 de 1968 dispuso que los urbanizadores que se encontraran en la obligación de realizar la infraestructura necesaria para los servicios públicos no podrían trasladar dicha obligación a los adquirentes pero que las entidades territoriales podrían dotar las construcciones de la referida infraestructura, sin que por tanto se radicara la obligación de realizarlas en cabeza de la entidad.

El Decreto-ley 1333 de 1986, contentivo del Código de Régimen Municipal, tampoco le asignó a los municipios la responsabilidad por la construcción de las redes de acueducto y alcantarillado; la anterior afirmación resulta de los siguientes textos normativos: 

“Artículo 97.- Declárase de utilidad pública la adquisición por la Nación, los departamentos o los municipios, de las empresas de producción, conducción y distribución de energía eléctrica, las de teléfonos y las de acueductos, destinadas a prestar servicios públicos”.

“Artículo 254.- Los Municipios podrán celebrar contratos o convenios con entidades administrativas de los Gobiernos Nacional, Departamental y Municipales, para la realización de obras públicas o la prestación de servicios públicos. Los convenios o contratos a que se refiere este artículo, deberán ser coordinados por los Departamentos, Intendencias y Comisarías a los cuales pertenezcan los respectivos Municipios”.
“Artículo 312.- En cada Comuna o Corregimiento habrá una Junta Administradora Local que tendrá las siguientes atribuciones:

a) Cumplir por delegación del Concejo Municipal, mediante resoluciones, lo conveniente para la administración del área de su jurisdicción y las demás funciones que se deriven del ordinal 8 del artículo 197 de la Constitución Política;

b) Proponer motivadamente la inclusión en el presupuesto municipal de partidas para sufragar gastos de programas adoptados para el área de su jurisdicción;

c) Recomendar la aprobación de determinados impuestos y contribuciones;

d) Vigilar y controlar la prestación de los servicios municipales en el área de su jurisdicción, y

e) Sugerir al Concejo y demás autoridades municipales la expedición de determinadas medidas y velar por el cumplimiento de sus decisiones”.
La Ley 9 de 1989, contentiva de las normas relativas al desarrollo urbano de los municipios, estableció diversas obligaciones relativas a la conexión a las redes de servicios públicos domiciliarios, la cual podría ser denegada por razones técnicas; en este sentido, en la mencionada Ley se dispuso:

“Artículo 47º.- Toda persona o grupo de personas tienen derecho a solicitar y obtener los servicios públicos de acueducto, alcantarillado, energía eléctrica, gas, recolección de basuras y teléfono para su vivienda. Bastará la prueba de la habitación de personas para ser titular del derecho.

“Las empresas o autoridades que presten los servicios públicos a los cuales se refiere el inciso anterior no podrán exigir requisitos adicionales al del previsto en el inciso anterior. El derecho a la prestación del servicio quedará condicionado al pago de los costos de conexión a que hubiere lugar y a la posibilidad técnica de la prestación del mismo. Sin embargo, para las viviendas de interés social el pago de los costos de instalación se hará una vez efectuada la conexión, mediante plazos y condiciones que consulten la capacidad económica del usuario, sin exceder los términos previstos en el artículo 44 de la presente Ley para la financiación de la vivienda de interés social".

“Las entidades sólo podrán negar las peticiones por razones de carácter técnico, mediante resolución motivada de la cual se dará traslado al personero, quien podrá coadyuvar la solicitud de reconsideración de la petición de la comunidad si considera que no existen motivos justificados para negar el servicio. En todo caso, las autoridades que suministren los servicios públicos definidos en el primer inciso preferirán las solicitudes de los ocupantes de viviendas de interés social.

“Artículo 50º.- El Banco Central Hipotecario, el Instituto de Crédito Territorial, el Fondo Nacional de Ahorro y las demás entidades públicas de todos los órdenes cuyos estatutos contemplen la función de adelantar planes y programas de vivienda, deberán en todo caso, cumplir con las normas arquitectónicas y urbanísticas previstas en el Plan de Desarrollo o Plan de Desarrollo Simplificado de la localidad donde adelanten dichos planes. Estos deberán localizarse en sitios aptos para la urbanización, en lugares contiguos a zonas ya urbanizadas, en las cuales se minimice el costo de provisión de obras de infraestructura básica y de servicios públicos.
“Artículo 55º.- Los compradores de vivienda de interés social que estén ocupando las mismas no estarán obligados a pagar el saldo del precio pendiente de pago a su vendedor ni suma alguna por cualquier otro concepto mientras éste no efectúe las obras de infraestructura de acueducto, alcantarillado, redes eléctricas, vías y suministre los servicios públicos que exijan las autoridades locales. Además, tendrán derecho a retener sus viviendas para asegurar la ejecución de las obras y el suministro de los servicios” (negritas por fuera del texto).

Por su parte, el Decreto 951 de 1989
 reguló lo relativo a la prestación del servicio de acueducto y alcantarillado y a las competencias y responsabilidades relativas a la conexión a la red
:

“Artículo 15. CONSTRUCCION DE REDES LOCALES. La construcción de las redes locales necesarias para conectar uno o varios inmuebles al sistema de acueducto o de alcantarillado será responsabilidad de los beneficiarios; no obstante, la entidad podrá ejecutar estas obras, en cuyo caso el costo de las mismas será asumido por los interesados en el servicio.
“Las redes locales serán entregadas a la entidad para su manejo, operación, mantenimiento y uso dentro de sus programas normales de prestación del servicio, exceptuando aquellas redes que no se encuentren ubicadas sobre vía pública y que no cuenten con la servidumbre del caso.

“Parágrafo. Cuando la entidad no ejecute la obra, exigirá una póliza de estabilidad por cuatro o más años para garantizar la calidad de las redes locales.

“Artículo 16. CONEXION ENTRE REDES. La construcción de otras obras de infraestructura necesarias para conectar las redes locales con las redes matrices de la entidad podrán ser ejecutadas por la entidad o por un tercero a juicio de ésta. Los costos correspondientes serán asumidos por el interesado.
“Las anteriores obras serán entregadas a la entidad para su manejo, operación, mantenimiento y uso dentro de sus programas de prestación del servicio, exceptuando aquellas que no se encuentran ubicadas sobre vía pública y que no cuenten con servidumbre en favor de la entidad.

“Artículo 17. UTILIZACION DE LAS REDES. Los particulares no pueden utilizar las redes públicas o aquellas entregadas a la empresa para su administración, ni realizar obras sobre éstas, salvo con autorización expresa de la entidad. En todo caso, la entidad, podrá realizar extensiones, derivaciones, modificaciones u otro tipo de trabajo en las redes de acueducto o de alcantarillado recibidas de terceros.

“Artículo 18. MANTENIMIENTO DE LAS REDES PUBLICAS. La entidad está en la obligación de hacer el mantenimiento y reparación de las redes públicas de acueducto y de alcantarillado. Así mismo, deberá contar con archivos referentes a la fecha de construcción de las redes, especificaciones técnicas y la demás información necesaria para el mantenimiento y reposición de las mismas.

“Artículo 19. MANTENIMIENTO DE LAS INSTALACIONES DOMICILIARIAS. El mantenimiento de las instalaciones domiciliarias de los inmuebles no es responsabilidad de la entidad, pero ésta tiene el derecho de revisar tales instalaciones y de exigir las adecuaciones y relaciones que estime necesarias para la correcta utilización del servicio.

“Cada usuario del servicio deberá mantener en buen estado la instalación domiciliaria del inmueble que ocupe y en consecuencia, la entidad no asumirá, responsabilidad alguna derivada de modificaciones, en ella, siempre y cuando se preserve la presión mínima definida en el manual de "Normas para el diseño y construcción de redes locales y domiciliarias de acueducto y alcantarillado".

“Artículo 26. CONDICIONES DE ACCESO A LOS SERVICIOS. Para obtener la conexión a los servicios de acueducto o de alcantarillado, el inmueble debe:

“a) Estar ubicado dentro del distrito sanitario, salvo lo que al efecto dispone el artículo 6.

“b) Disponer de vías de acceso y que existan las redes de acueducto o alcantarillado requeridas para atender las necesidades del inmueble.

“c) Estar conectado al sistema público de alcantarillado, cuando se pretenda conectar al servicio de acueducto. En el evento de no existir red de alcantarillado en la zona del inmueble, contar con un desagüe debidamente aprobado por las autoridades competentes.

“La conexión al sistema de alcantarillado de los sótanos o semi-sótanos podrá hacerse previo el cumplimiento de las normas técnicas fijadas por la entidad que presta este servicio.

“d) Contar con tanque de almacenamiento de agua cuando la entidad lo exija. Los tanques de almacenamiento deberán disponer de los elementos necesarios para evitar el desperdicio y la contaminación del agua y deberán ajustarse a las características establecidas por la entidad.

“e) En edificaciones de tres (3) o más pisos tener los sistemas necesarios para permitir la utilización eficiente de los servicios.

“CAPITULO V. DERECHOS Y DEBERES DE LA ENTIDAD.

“SECCION PRIMERA. PRESTACION DEL SERVICIO.

“Artículo 43. CONTINUIDAD DEL SERVICIO DE ACUEDUCTO. La entidad no podrá suspender o cortar el servicio de acueducto sin existir causa justificada. Si así lo hiciera deberá proceder de inmediato a la reconexión sin cobro alguno y hará las investigaciones del caso para sancionar a los funcionarios culpables del hecho.

“En el caso de suspensiones programadas del servicio, la entidad deberá avisar a sus usuarios con suficiente anticipación, a través del medio de difusión más efectivo que se disponga en la población atendida.

“Artículo 44. UNIFORMIDAD EN EL SERVICIO DE ACUEDUCTO. Sin perjuicio de su desarrollo, la entidad deberá mantener uniformes las condiciones del servicio, evitando las fluctuaciones en la presión, calidad y suministro del agua.

“Artículo 45. CALIDAD DEL AGUA. El agua que se suministre a través del sistema de acueducto deberá ser apta para el consumo humano; si no llegare a serlo por situaciones accidentales o permanentes, la entidad deberá mantener informados a los usuarios de esta circunstancia y recomendar las medidas requeridas para su potabilización.

“La entidad no será responsable por la contaminación del agua potable que pueda ocurrir a partir del registro de corte general.

“Artículo 46. INFORMACION Y CAPACITACION AL USUARIO. La entidad suministrará al usuario la información que le permita manejar racionalmente el servicio de acueducto. Dicha información podrá ser incluida en la factura o en boletines adjuntos a ésta. En caso de utilizarse boletines, el costo de los mismos correrá por cuenta de la entidad.

“Artículo 50. LAS OBRAS DE CONEXION Y OTROS TRABAJOS. El usuario deberá cancelar directamente a la entidad el valor de los trabajos requeridos para realizar las obras de conexión.
“Por aquellos servicios o trabajos prestados al inmueble que no estén contemplados expresamente en las resoluciones de la Junta Nacional de Tarifas de Servicios Públicos y que el usuario pueda contratar con terceros, la entidad cobrará el valor de los materiales, el costo de utilización de los equipos empleados y de la mano de obra utilizada, más una suma por concepto de administración e ingeniería que no supere el porcentaje máximo que determine la Junta en la correspondiente resolución.

“Parágrafo. El usuario no deberá pagar suma alguna a los empleados o trabajadores de la entidad por trabajos realizados en cumplimiento de sus funciones” (negritas por fuera del texto).

Así, el Decreto 951 de 1989 precisó la noción de infraestructura de acueducto y alcantarillado, de la cual hacen parte las redes matrices y locales, estableciendo para cada una de ellas las reglas en cuanto a su financiación y obligación de mantenimiento; mientras que las redes matrices son de competencia de las entidades territoriales, las redes locales son de competencia de los beneficarios (tanto para el pago de su construcción o construcción directa en aquellos casos en que se haya radicado esa obligación en cabeza del constructor). Lo cierto es que de la normativa transcrita se desprende la obligación para el beneficiario de construir las obras relativas a las redes locales, sin perjuicio de que a cargo del beneficiario o interesado la entidad territorial pudiera construirla.

En todo caso, el artículo 26 es absolutamente claro en señalar que para la solicitud de conexión a la red matriz, los particulares deben acreditar previamente la construcción de las redes locales y su conexión al sistema y la ubicación del predio dentro del Distrito Sanitario del municipio. 

En razón a las disposiciones normativas transcritas y descendiendo al caso concreto, la Sala encuentra que el municipio de Palermo no se encontraba en la obligación de construir el acueducto cuya omisión constituye el objeto de la demanda que ahora se decide en segunda instancia; lo anterior en atención a que esa obligación la había radicado el ordenamiento jurídico en cabeza del beneficiario. En el presente caso concreto los demandantes no acreditaron haber construído la red local y que los predios se encontraran dentro del distrito sanitario del municipio, lo cual hubiera generado, sin lugar a dudas, la obligación por parte del municipio de analizar la viabilidad técnica de la prestación del servicio a los demandantes, pero como ello no se acreditó en el expediente y al contrario, es el objeto mismo de la demanda, para la Sala no le asiste razón a los demandantes y, por tanto, denegará sus pretensiones.

La Sala encuentra pertinente resaltar que en situaciones similares a las que se han expuesto fácticamente en este proceso, en ejercicio de sus funciones de juez de la acción popular, ha considerado que ante la existencia de asentamientos humanos ilegales puede surgir la obligación por parte del municipio de construir o colaborar con la construcción de las redes de servicios públicos, en atención a que por su conducta se pudo haber permitido que se construyeran viviendas sin el lleno de los requisitos legales, todo ello en aras de proteger el derecho colectivo al acceso a una infraestructura de servicios públicos que garantice la salubridad pública; en este sentido, la Corporación ha afirmado:

“Por último, debe aclarar la Sala que el hecho de que la comunidad haya establecido sus asentamientos de forma irregular, no habilita al Municipio para sustraerse de cumplir el deber legal constitucional de brindar protección y condiciones dignas de vida a los habitantes de la zona objeto de esta acción, pues no puede pretender el ente territorial que por el hecho de que la comunidad demandante no haya solicitado los permisos correspondientes para construir sus viviendas, lo cual es totalmente reprochable, éste pueda abstenerse de asumir sus obligaciones, más aún cuando se está ante una comprobada situación de peligro de vulneración de derechos fundamentales y colectivos de sus habitantes. Es más, la circunstancia específica según la cual el Municipio permitió la construcción irregular de esas viviendas, sin exigir estudios de suelos y licencias de construcción y sin que posteriormente haya adelantado ninguna gestión real y adecuada tendiente a remediar o subsanar el estado de ilegalidad  en que las mismas se encuentran, constituye razón más que suficiente, por sí sola, para que se deduzca del citado ente territorial la responsabilidad a que se refiere la sentencia apelada. De manera que ese solo hecho basta para explicar el porqué debe el Municipio concurrir con la empresa de servicios públicos en la solución del problema aquí dilucidado que compromete seriamente los derechos colectivos de que da cuenta la demanda, según quedó suficientemente demostrado.

“Ahora, encuentra la Sala que le asiste razón al Municipio apelante en cuanto a que la actuación de los demandantes de construir sus viviendas sin las correspondientes licencias y en una zona en la que técnicamente resulta dificultoso la implementación del sistema de alcantarillado, propició la situación constitutiva de vulneración del derecho colectivo que se pretende proteger, por ende, a juicio de la Sala, debido a esa responsabilidad concurrente, basta que se ordene la adopción de las medidas tendientes a resolver esa problemática para restituir el derecho de los afectados, motivo por el cual se revocará la condena al incentivo impuesta por el a quo en el artículo cuarto de la parte resolutiva del fallo impugnado”
.  

En idéntica dirección, la Corporación consideró que:

“De la norma anteriormente transcrita [artículo 8 del Decreto 302 de 2000], se tiene efectivamente que cuando una empresa urbanizadora ha sido la encargada de realizar la construcción de un barrio cualquiera que él sea, la responsabilidad de la instalación de las redes de acueducto y alcantarillado está a cargo de dicha empresa; sin embargo, como se trata de un barrio que sólo fue reconocido hasta después de cumplirse cierto procedimiento con el cual se llegó a su legalización, se tiene que la entidad prestadora debe efectuar las obras de alcantarillado pero, los costos serán asumidos por los usuarios de acuerdo con lo regulado por la ley”
.

En este orden de ideas, podría haber surgido para el municipio la obligación de reparar los perjuicios por la omisión en la construcción de la red de acueducto y alcantarillado de la Urbanización “El Porvenir” de haberse acreditado que la entidad territorial hubiere permitido la construcción del proyecto inmobiliario sin el lleno de los requisitos legales, cuestión que no ocurrió en el presente caso concreto; al contrario, se acreditó justamente que los propietarios no pudieron proceder a la construcción de sus viviendas por la ausencia de la infraestructura adecuada para la prestación del servicio público de acueducto y alcantarillado; en cualquier caso, de haberse radicado la mencionada obligación en cabeza del municipio éste debía imputar el costo de la expansión de la red local a los beneficarios de la misma, en concordancia con las normas transcritas.

La Sala debe hacer especial énfasis en el hecho de que aun cuando constituye obligación del municipio velar por la prestación adecuada de los servicios públicos en condiciones de eficacia, eficiencia y calidad, para lo cual debe existir una infraestructura en óptimas condiciones, cuestión que genera a su vez la necesaria verificación y mantenimiento de las mismas –en el caso de la red matriz– por parte de la entidad territorial, no es menos cierto que el interesado en desarrollar un proyecto urbanístico es, por disposición legal y reglamentaria, el encargado de financiar y construir esas obras, sin que ello obste, se reitera, para que el municipio pueda asumir voluntariamente la construcción de las redes locales con cargo a los beneficiarios de las mismas.

En conclusión, la Sala denegará las pretensiones de las demandas acumuladas, por cuanto el daño alegado por los demandantes no puede imputarse a la entidad territorial demandada.

6.- Condena en costas.

Habida cuenta que para el momento en que se dicta este fallo, el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes hubiere actuado temerariamente y, en el sub lite, ninguna actuó de esa forma, en el presente asunto no habrá lugar a imponerlas.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

F A L L A :

PRIMERO: Modificar la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Huila, el día 4 de abril de 2003, la cual quedará así:

“1. Deniéganse las pretensiones de las demandas.

“2. Sin condena en costas”.
SEGUNDO: Ejecutoriada esta providencia devuélvase el expediente al Tribunal de origen. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

HERNÁN ANDRADE RINCÓN                    MAURICIO FAJARDO GÓMEZ              
CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA
� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 29 de marzo de 2012, Exp. 20460, C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� López Blanco, Hernán Fabio, Procedimiento Civil, T. 1, 11ª edición, Dupré Editores, Bogotá, 2009, p. 350 a 355.





� En esta dirección esta Subsección, en reciente sentencia, consideró:





“El hecho de que la sociedad apelante no haya resultado condenada en la sentencia del a quo y que la excepción instaurada haya sido aceptada por el Tribunal podría llevar a considerar que para el caso de Prosalud Islas S.A., no existe interés para interponer el recurso; sin embargo, dado que en la providencia apelada se afirmó: “…todo lo cual conduce a que la Sala declare, como en efecto lo hará, la responsabilidad patrimonial del HOSPITAL TIMOTHY BRITTON y de la CAJA NACIONAL DE PREVISIÓN SOCIAL, entidad esta última que podrá repetir contra PROSALUD ISLAS S.A. I.P.S. por la suma que le correspondiere, dado que se acreditó la existencia de una relación contractual para la prestación de los servicios de salud a los afiliados” (fl. 473 c ppal), resulta evidente que a la sociedad Prosalud Islas S.A., le asiste un interés directo en las resultas de este proceso. 





“Por lo tanto, no puede afirmarse de manera tajante que sólo podrá interponer recurso de apelación aquella parte que fue condenada en un proceso, cuando en el marco del mismo se ha establecido la existencia de su responsabilidad. El mismo C. de P. C., en el artículo 52, consagra la posibilidad de que “quien tenga con una de las partes determinada relación sustancial, a la cual no se extiendan los efectos jurídicos de la sentencia, pero que pueda afectarse desfavorablemente si dicha parte es vencida” intervenga como coadyuvante. 





“Si bien, en este caso concreto, la sociedad Prosalud Islas S.A., no actuó como coadyuvante, sería contrario al derecho de defensa, consagrado en el artículo 29 C.P., que un tercero cuente con mayores oportunidades de intervenir en esta instancia que aquella persona que fue demandada y llamada en garantía, parte ésta que eventualmente podrá ser demandada mediante una acción de repetición” (Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 21 de marzo de 2012, Exp. 19755).








� Al respecto consultar, por ejemplo, Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias del 23 de abril del 2009, Exp. 17160 y del 20 de mayo de ese mismo año, Exp. 16.925. 





� Es decir, la norma vigente antes de que se expidiera la Ley 446 de 1998, la cual establece que la acción de reparación directa “caducará al vencimiento del plazo de dos (2) años, contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquiera otra causa”.





� Al respecto la Sala afirmó:





“La caducidad es la sanción que consagra la ley por el no ejercicio oportuno del derecho de acción, en tanto al exceder los plazos preclusivos para acudir a la jurisdicción, se ve limitado el derecho que asiste a toda persona de solicitar que sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. 





“Es decir, las normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar en todo ordenamiento, en el sentido de impedir que situaciones permanezcan en el tiempo, sin que sean definidas judicialmente. En otros términos, el legislador establece unos plazos razonables para que las personas, en ejercicio de una determinada acción y, con el fin de satisfacer una pretensión específica, acudan a la organización jurisdiccional del poder público, a efectos de que el respectivo litigio o controversia sea definido con carácter definitivo por un juez de la república con competencia para ello” (Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, auto del 26 de julio de 2011, Exp. 41037, C.P. Enrique Gil Botero). 





� En efecto, para la Sala:





“... en un tema tan complejo como el de la caducidad, que involucra de una parte razones de justicia y de otra el interés de la seguridad jurídica, no es posible establecer criterios absolutos, pues todo depende de las circunstancias que rodean el caso concreto. No obstante, no debe perderse de vista que de conformidad con la ley, para establecer el término de caducidad se debe tener en cuenta el momento de la producción del hecho, omisión, operación u ocupación generadores del perjuicio. Ahora bien, como el derecho a reclamar la reparación de los perjuicios sólo surge a partir del momento en que éstos se producen, es razonable considerar que el término de caducidad en los eventos de daños que se generan o manifiestan tiempo después de la ocurrencia del hecho, deberá contarse a partir de dicha existencia o manifestación fáctica, pues el daño es la primera condición para la procedencia de la acción reparatoria. Para la solución de los casos difíciles como los de los daños que se agravan con el tiempo, o de aquéllos que se producen sucesivamente, o de los que son el resultado de hechos sucesivos, el juez debe tener la máxima prudencia para definir el término de caducidad de la acción, de tal manera que si bien dé aplicación a la norma legal, la cual está prevista como garantía de seguridad jurídica, no se niegue la reparación cuando el conocimiento o manifestación de tales daños no concurra con su origen” (Consejo de Estado, Sección Tercera, auto del 16 de agosto de 2001, Exp. 13.772).





� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 29 de agosto, Exp. 25637. 


� Para un recuento histórico de las diferentes etapas que ha surtido el control urbanístico, tanto a nivel nacional como en la ciudad de Bogotá ver: Víctor David Lemus Chois, Planificación y control urbanístico en Bogotá: Desarrollo histórico y jurídico, U. Del Rosario, 2006 y Pedro Pablo Morcillo Dosman, Derecho urbanístico colombiano, Temis, 2007.


� Cita textual del fallo: En este último caso, el daño se constata con la contaminación; lo que se proyecta en el tiempo, son los perjuicios que sufren los pobladores cercanos al sitio contaminado. Sobre la diferencia entre daño y perjuicio, en un sentido general, JUAN CARLOS HENAO señala: “ En esencia dos consecuencias (de la diferencia entre daño y perjuicio) merecen entonces ser tenidas en cuenta desde la perspectiva que aquí interesa. “ “La primera (...) permite concluir que el patrimonio individual, es el que sufre el perjuicio proveniente del daño. El patrimonio no sufre daño sino perjuicio causado por aquel. Lo anterior es de utilidad en la medida en que se plantea con claridad una relación de causalidad entre el daño –como hecho, como atentado material sobre una cosa, como lesión- y el perjuicio –menoscabo patrimonial que resulta del daño, consecuencia del daño sobre la víctima-, lo cual permite sentar la siguiente regla: se indemniza solo el perjuicio que proviene del daño.” (...) “La segunda consecuencia, (...) consiste en afirmar que existen perjuicios que no necesariamente se causan al patrimonio de quien reclama indemnización. Desde este punto de vista se afronta uno de los problemas importantes de la materia, cual es el de la legitimación para obrar. La distinción así concebida permite dar un “giro” a la responsabilidad civil, no tanto por su concepción que viene desde el derecho romano, como por su práctica. Estudiados así los conceptos se observa que la distinción tiene importancia cuando se trata de explicar que la posibilidad de obtener indemnizaciones no radica solo en cabeza del propietario (...), sino también del ser humano como titular de derechos colectivos. La acción de responsabilidad civil, bajo esta óptica, no estará entonces exclusivamente permitida a un ser humano concebido de manera egocéntrica sino también a un ser humano socializado. Se trata de resaltar, dentro de la responsabilidad civil, el tema de las acciones populares, del título de ciudadano legitimado en la causa para actuar en un proceso, de los intereses colectivos o, para traer otro ejemplo, de la función de las ONG”. Cit. p.p. 78 y 79.





� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 18 de octubre de 2007, Exp. AG-0029, C.P. Enrique Gil Botero.


� Cf. Alberto Montaña Plata, El concepto de servicio público en el Derecho Administrativo, 2ª edición, U. Externado de Colombia, 2005.





� Cf. Daniel Castaño, “Estudio introductorio”, en Régimen normativo de los servicios públicos domiciliarios, U. Externado de Colombia, 2010.


� Según el artículo 15 de la Ley 142 de 1994:





“ARTÍCULO 15. PERSONAS QUE PRESTAN SERVICIOS PÚBLICOS. Pueden prestar los servicios públicos:





“15.1. Las empresas de servicios públicos.





“15.2. Las personas naturales o jurídicas que produzcan para ellas mismas, o como consecuencia o complemento de su actividad principal, los bienes y servicios propios del objeto de las empresas de servicios públicos.





“15.3. Los municipios cuando asuman en forma directa, a través de su administración central, la prestación de los servicios públicos, conforme a lo dispuesto en esta Ley.





“15.4. Las organizaciones autorizadas conforme a esta Ley para prestar servicios públicos en municipios menores en zonas rurales y en áreas o zonas urbanas específicas.





“15.5. Las entidades autorizadas para prestar servicios públicos durante los períodos de transición previstos en esta Ley.





“15.6. Las entidades descentralizadas de cualquier orden territorial o nacional que al momento de expedirse esta Ley estén prestando cualquiera de los servicios públicos y se ajusten a lo establecido en el parágrafo del artículo 17”.





� ARTÍCULO 5o. COMPETENCIA DE LOS MUNICIPIOS EN CUANTO A LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS. Es competencia de los municipios en relación con los servicios públicos, que ejercerán en los términos de la ley, y de los reglamentos que con sujeción a ella expidan los concejos: 





5.1. Asegurar que se presten a sus habitantes, de manera eficiente, los servicios domiciliarios de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, y telefonía pública básica conmutada, por empresas de servicios públicos de carácter oficial, privado o mixto, o directamente por la administración central del respectivo municipio en los casos previstos en el artículo siguiente. 





5.2. Asegurar en los términos de esta Ley, la participación de los usuarios en la gestión y fiscalización de las entidades que prestan los servicios públicos en el municipio. 





5.3. Disponer el otorgamiento de subsidios a los usuarios de menores ingresos, con cargo al presupuesto del municipio, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 60/93 y la presente Ley. 





5.4. Estratificar los inmuebles residenciales de acuerdo con las metodologías trazadas por el Gobierno Nacional. 





5.5. Establecer en el municipio una nomenclatura alfa numérica precisa, que permita individualizar cada predio al que hayan de darse los servicios públicos. 





5.6. Apoyar con inversiones y demás instrumentos descritos en esta Ley a las empresas de servicios públicos promovidas por los departamentos y la Nación para realizar las actividades de su competencia. 





5.7. Las demás que les asigne la ley.  





� ARTÍCULO 6o. PRESTACIÓN DIRECTA DE SERVICIOS POR PARTE DE LOS MUNICIPIOS. Los municipios prestarán directamente los servicios públicos de su competencia, cuando las características técnicas y económicas del servicio, y las conveniencias generales lo permitan y aconsejen, lo cual se entenderá que ocurre en los siguientes casos: 





6.1. Cuando, habiendo hecho los municipios invitación pública a las empresas de servicios públicos, no haya habido empresa alguna que se ofreciera a prestarlo; 





6.2. Cuando, no habiendo empresas que se ofrecieran a prestar el servicio, y habiendo hecho los municipios invitación pública a otros municipios, al Departamento del cual hacen parte, a la Nación y a otras personas públicas o privadas para organizar una empresa de servicios públicos que lo preste, no haya habido una respuesta adecuada; 





6.3. Cuando, aún habiendo empresas deseosas de prestar el servicio, haya estudios aprobados por el Superintendente que demuestren que los costos de prestación directa para el municipio serían inferiores a los de empresas interesadas, y que la calidad y atención para el usuario serían, por lo menos, iguales a las que tales empresas podrían ofrecer. Las Comisiones de Regulación establecerán las metodologías que permitan hacer comparables diferentes costos de prestación de servicios.





6.4. Cuando los municipios asuman la prestación directa de un servicio público, la contabilidad general del municipio debe separarse de la que se lleve para la prestación del servicio; y si presta mas de un servicio, la de cada uno debe ser independiente de la de los demás. Además, su contabilidad distinguirá entre los ingresos y gastos relacionados con dicha actividad, y las rentas tributarias o no tributarias que obtienen como autoridades políticas, de tal manera que la prestación de los servicios quede sometida a las mismas reglas que serían aplicables a otras entidades prestadoras de servicios públicos.





En el evento previsto en el inciso anterior, los municipios y sus autoridades quedarán sujetos, en lo que no sea incompatible con la Constitución o con la ley misma, a todo lo que esta Ley dispone para las empresas y sus administradores y, en especial, a las regulaciones de las Comisiones y al control, inspección, vigilancia y contribuciones de la Superintendencia de servicios públicos y de las Comisiones. Pero los concejos determinarán si se requiere una junta para que el municipio preste directamente los servicios y, en caso afirmativo, ésta estará compuesta como lo dispone el artículo 27 de esta ley.





Cuando un municipio preste en forma directa uno o mas servicios públicos e incumpla las normas de calidad que las Comisiones de Regulación exijan de modo general, o suspenda el pago de sus obligaciones, o carezca de contabilidad adecuada después de dos años de entrar en vigencia esta Ley o, en fin, viole en forma grave las obligaciones que ella contiene, el Superintendente, en defensa de los usuarios y para proteger la salud y bienestar de la comunidad, además de sancionar los alcaldes y administradores, podrá invitar, previa consulta al comité respectivo, cuando ellos estén conformados, a una empresa de servicios públicos para que ésta asuma la prestación del servicio, e imponer una servidumbre sobre los bienes municipales necesarios, para que ésta pueda operar. 





De acuerdo con el artículo 336 de la Constitución Política, la autorización para que un municipio preste los servicios públicos en forma directa no se utilizará, en caso alguno, para constituir un monopolio de derecho.


� Cita textual del fallo: CHAHIN LIZCANO, Guillermo, “Elementos básicos del régimen Constitucional y legal de los servicios públicos domiciliarios”, Publicación de la Empresa de Energía de Bogotá, Bogotá - 1998, pág. 111.





� Cita textual del fallo: Ibíd., Pág. 112.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 17 de febrero de 2005, Exp. 27673, C.P. Alier Eduardo Hernández Henríquez.





� Consejo de Estado, Sección Primera, sentencia del 8 de mayo de 2006, Exp. AP-90036, C.P. Camilo Arciniegas Andrade.
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